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1.	 Introducción

En la industria de la construcción persisten problemas 
de desempeño, expresados en baja productividad y difi-
cultades para cumplir con los objetivos de costo, plazo y 
calidad. Estudios recientes revelan que estos problemas 
se generan, en parte, por las deficiencias de gestión con-
tractual debido a la falta de cooperación, la confianza li-
mitada y las comunicaciones ineficaces en los proyectos 
de construcción (El-adaway, Abotaleb y Eteifa, 2017). 
La modalidad tradicional de contratación Diseño-Lici-
tación-Construcción (DBB, por sus siglas en inglés) ha 
sido el método de ejecución de proyectos más utilizado, 
principalmente dadas las políticas de contratación públi-
ca vigentes desde la década de 1940 (Pishdad, 2017). En 
este método, las partes del proyecto trabajan por separa-
do y se centran en objetivos individuales en lugar de los 
objetivos del proyecto, existe una alta transferencia del 
riesgo, fragmentación del conocimiento entre las etapas 
y cooperación inadecuada, dando lugar a reclamacio-
nes, disputas y relaciones conflictivas, lo que produce 
un desempeño deficiente de los proyectos (El-adaway, 
Abotaleb y Eteifa, 2018; Gransberg y Jeong, 2019). 

Aunque estos problemas suelen atribuirse a factores téc-
nicos, en realidad, una fracción importante de ellos se 
debe al diseño de la relación contractual y comercial del 
proyecto. Los proyectos necesitan interacción tempra-
na, coordinación constante, intercambio de información, 
adaptación ante contingencias y toma de decisiones con-

juntas. Sin embargo, las modalidades tradicionales de 
contratación fueron pensadas con otra lógica: separa-
ción de actores, responsabilidades rígidas, transferen-
cia de riesgos, individualismo y resguardo contractual 
frente al conflicto. Por esta razón, se presenta la brecha 
entre lo necesario para lograr un buen desempeño y lo 
que permiten o incentivan las modalidades tradiciona-
les. En otras palabras, aunque los proyectos requieren 
integración y colaboración, los contratos tradicionales 
promueven más la fragmentación.

En Chile, esta problemática adquiere especial relevan-
cia, porque la contratación pública se apoya en decretos 
y reglamentos que no solo ordenan procedimientos, sino 
que también estructuran la forma en que el mandante 
público se relaciona con las empresas, así como los incen-
tivos y la distribución de riesgos entre las partes. La Co-
misión Nacional de Evaluación y Productividad (CNEP) 
documenta que Chile es uno de los países de la OCDE 
que más tarda en adjudicar contratos públicos, donde 
las ineficiencias aparecen en todas las etapas (CNEP, 
2020). La Cámara Chilena de la Construcción (CCHC) 
reconoce que muchos proyectos se licitan con ingenie-
ría incompleta, desactualizada o con normas antiguas, y 
que la normativa no regula bien las modificaciones de 
obra (CCHC, 2022). El marco legal chileno asume que el 
diseño incluye todas las especificaciones necesarias y su-
ficientes para estimar los precios unitarios y las cantida-
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des al momento de licitar (Decreto 75, art. 2, 2004). Por 
esta razón, los errores u omisiones se transforman en 
una discusión sobre quién asume el costo, en vez de ver-
se como un problema conjunto del proyecto (El-adaway, 
Abotaleb y Eteifa, 2017). Las limitaciones provienen de 
un sistema público de contratación que sigue favorecien-
do relaciones jerárquicas, fragmentadas y centradas en 
el control unilateral, lo que dificulta la integración, la 
colaboración, la adaptación y la resolución conjunta de 
problemas en proyectos de alta complejidad.

Este artículo presenta, en primer lugar, el marco con-
ceptual de los contratos transaccionales y relacionales, 
con base en la teoría de los contratos relacionales de 
Macneil y en la literatura sobre gobernanza contractual 
en proyectos de construcción. Posteriormente, define los 
conceptos de colaboración e integración y su relación 
con los distintos Project Delivery Systems (PDS) utili-
zados en la industria de la arquitectura, ingeniería y 
construcción, situándolos en un continuo que permite 
comprender las diferencias entre los modelos tradicio-
nales (transaccionales) y los relacionales. Luego, se des-
cribe el sistema contractual público chileno, tomando 
como caso de estudio el Ministerio de Obras Públicas y 
sus principales normas (Decretos 75 y 108). Sobre esta 
base, el artículo desarrolla un análisis crítico del sistema 
vigente desde la perspectiva de las normas relacionales. 
Finalmente, se presentan experiencias internacionales 
en el uso de contratos relacionales y se plantean reco-
mendaciones orientadas a modernizar gradualmente el 
marco contractual público chileno. 

2.	 Contratos relacionales versus transaccionales 
(tradicionales) 

2.1	Definición: Contrato transaccional (clásico) y 
contrato relacional 

La literatura ofrece distintos enfoques para diferenciar 
los contratos transaccionales de los contratos relaciona-
les. Para efectos de este trabajo, el análisis se fundamen-
tará principalmente en la teoría de los contratos relacio-
nales propuesta por Macneil (2000). 

Los contratos transaccionales y relacionales representan 
los dos extremos de un eje continuo de comportamien-
to contractual propuesto por Macneil en 1974 (Miles y 
Ballard, 1997). 

En un extremo están los contratos transaccionales, en 
los que la relación entre las partes se concibe y se ges-
tiona como si se tratara de una transacción aislada1, cla-
ramente delimitada en el tiempo, con obligaciones es-
pecíficas definidas ex ante y cuyo cumplimiento se basa 
principalmente en la planificación, la asignación de ries-
gos y la ejecución conforme a lo pactado en el contrato 
(Macneil, 2000). Macneil (1985) sostiene que el contrato 
clásico presupone información completa, estabilidad y 
que todo el futuro puede traerse al presente al momento 
de la firma, es decir, hay una alta especificación previa 
de los derechos, las obligaciones y los resultados espe-
rados. Estos supuestos no describen la realidad de los 
contratos reales. Además, en el enfoque transaccional, 
existe una asignación previa y rígida de los riesgos, bajo 
el supuesto de que las contingencias relevantes pueden 
identificarse y distribuirse contractualmente antes de 
la ejecución. El contrato es el principal mecanismo de 
control y defensa, recurriendo al cumplimiento de las 
obligaciones mediante mecanismos formales de exigibi-
lidad y a la activación de procedimientos de resolución 
de disputas.

En el otro extremo se sitúan los contratos relacionales, 
donde el intercambio se concibe explícitamente como 
una relación continua y compleja entre las partes, pro-
yectada en el tiempo, en la que el contrato formal no 
agota la regulación del comportamiento, sino que coe-
xiste con un conjunto de normas relacionales que go-
biernan la adaptación, la cooperación y la resolución de 
tensiones bajo condiciones de incertidumbre. El contrato 
relacional reconoce que la relación misma es un elemen-
to central del intercambio y que existe incompletitud 
contractual, puesto que no todas las contingencias pue-
den anticiparse ni regularse ex ante. En este contexto, 
el contrato mantiene la fuerza obligatoria de lo pactado, 
pero se diseña y utiliza como un marco de gobernanza 
de una relación prolongada, incorporando mecanismos 
que permiten gestionar la colaboración, la adaptación y 
la resolución de problemas dentro de los límites y proce-
dimientos previamente acordados. 

En resumen, la Tabla 1 presenta una comparación entre 
el enfoque del contrato clásico y el del contrato relacional.

1	 Una transacción aislada es aquella que se concibe y se gestiona como si fuera un intercambio puntual y autosuficiente, sin depender de una relación 
continua entre las partes. Por ejemplo, comprar gasolina en una estación de gasolina desconocida pagando en efectivo. No hay “relación”, solo inter-
cambio (Macneil, 1985). 
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Tabla 1. Comparación entre contratos transaccionales (clásicos) y contratos relacionales.  
Adaptado de El-adaway, Abotaleb y Eteifa (2017). 

Punto de comparación Contrato Transaccional (clásico) Contrato relacional

Partes del contrato
Relaciones contractuales predominantemente bilate-
rales y separadas entre los principales participantes.

Acuerdos multiparte o contratos coordinados con 
mecanismos de gobernanza relacional.

Involucramiento de las partes
Los actores clave se incorporan de manera tardía y 
secuencial.

Los actores clave participan tempranamente desde 
las etapas iniciales del proyecto.

Identificación del costo del 
proyecto

El costo se define mediante licitación competitiva, 
con énfasis en el precio inicial más bajo.

El costo objetivo se define y ajusta conjuntamente 
por todo el equipo del proyecto.

Conflicto de intereses
Los objetivos individuales predominan y pueden 
entrar en conflicto con el éxito del proyecto.

Los intereses se alinean para maximizar el desem-
peño global del proyecto.

Comunicación y flujo de infor-
mación

La comunicación es formal, jerárquica y restringida 
por el contrato.

La comunicación es abierta, directa y orientada a la 
colaboración.

Gestión de riesgos
El riesgo se transfiere y se asigna contractualmente 
a partes específicas.

El riesgo se identifica, comparte y gestiona colec-
tivamente.

Reclamos y disputas
Los reclamos son un mecanismo habitual de ajuste 
contractual.

El énfasis está en prevenir disputas y en resolverlas 
tempranamente dentro del proyecto.

Evaluación del desempeño
El desempeño se mide por el cumplimiento indivi-
dual de las obligaciones contractuales.

El desempeño se evalúa en función de los resulta-
dos globales del proyecto.

Cultura organizacional
Cultura fragmentada, basada en roles rígidos y en 
relaciones adversariales.

Cultura colaborativa, orientada al trabajo en equipo 
y objetivos comunes.

2.2	Contratos como relación de intercambio y 
gobernanza

De acuerdo con Macneil (1985), el contrato no se en-
tiende como un acto discreto, sino como una relación 
de intercambio continua entre actores que han inter-
cambiado, intercambian o esperan intercambiar en el 
futuro. El contrato no es un documento ni una promesa, 
sino una relación social de intercambio proyectada en 
el tiempo, en la que la transacción está inevitablemente 
embebida en dicha relación. 

Macneil (1985) define cuatro proposiciones núcleo que 
definen la teoría de contrato relacional:

•	 Toda transacción está embebida en relaciones com-
plejas.

•	 Para entender toda transacción, hay que compren-
der sus relaciones envolventes.

•	 Un análisis eficaz debe considerar los elementos re-
lacionales relevantes.

•	 El análisis contextual (relaciones + transacciones) 
es superior al análisis aislado. 

Otro aspecto relevante, complementario a la perspectiva 
de entender el contrato como una relación social, es su 
gobernanza. De acuerdo con Williamson (1998), el pro-
blema central del contrato no es la promesa, sino la go-
bernanza de la relación bajo: 1) incertidumbre, donde no 
es posible conocer completamente el futuro al momento 
de firmar el contrato; 2) oportunismo, expresado en la 
búsqueda de la maximización del interés propio muchas 
veces a costa de los intereses de los demás participan-
tes o del propio proyecto; y 3) racionalidad limitada, es 
decir, la capacidad de las personas es acotada para anti-
cipar, calcular y procesar información. En este sentido, 
el contrato relacional deja de ser solo una relación social 
y pasa a ser también un mecanismo institucional de go-
bernanza. 

2.3	Contrato relacional en el marco jurídico

Bajo el planteamiento de Macneil y Williamson, el con-
trato relacional se entiende como una estructura de 
gobernanza diseñada para coordinar una relación de 
intercambio recurrente, incierta y basada en inversio-
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nes específicas, mediante normas, procedimientos y me-
canismos institucionales que permiten la adaptación, el 
control del oportunismo y la continuidad del proyecto, 
más allá de la ejecución literal del contrato escrito. 

Macneil (1985) propone que todo contrato incorpora 
un conjunto de comportamientos esperados que operan 
como normas comunes, con distinta intensidad según pre-
domine una lógica más transaccional o relacional. Harper 
(2014) toma este marco y adapta ocho normas a princi-
pios observables en contratos y relaciones en proyectos 
de construcción. Los ocho principios son los siguientes:

Integridad de rol: se refiere al grado en que las or-
ganizaciones, aun manteniendo sus responsabilidades 
contractuales, evitan la lógica de defensa individual y 
ejercen su rol de manera coherente con los objetivos del 
proyecto, alineando sus metas individuales con estos 
y privilegiando la resolución interna de problemas por 
sobre el uso del contrato como primera respuesta estra-
tégica. La integridad del rol busca superar la racionali-
dad “yo primero”, alinear los objetivos individuales con 
los del proyecto y evitar el uso estratégico del contrato 
como arma defensiva. 

Reciprocidad: expresa la expectativa de que el éxito 
de cada organización depende del desempeño de las 
demás y que no puede prosperar a expensas de ellas. 
Esto establece el sentido de responsabilidad conjunta, 
de justicia y de mutualidad entre las organizaciones. En 
este sentido, las organizaciones esperan que los esfuer-
zos cooperativos realizados en beneficio del proyecto 
sean correspondidos por las demás partes, lo que reduce 
las conductas oportunistas y fortalece la coordinación 
bajo incertidumbre. Las acciones cooperativas generan 
expectativas de respuesta equivalentes en el tiempo, lo 
que estabiliza la relación. 

Flexibilidad: es la capacidad de la gobernanza del pro-
yecto para adaptarse de manera razonable y justifica-
da a cambios inevitables en el alcance, el diseño o las 
condiciones de construcción, mediante reglas y meca-
nismos internos de ajuste previamente establecidos en el 
contrato, que evitan la escalada temprana de conflictos 
contractuales. Es el reconocimiento explícito de que el 
contrato es incompleto y que el cambio es estructural. 

Solidaridad contractual: se refiere al grado en que las 
organizaciones reconocen que el éxito del proyecto es 
un resultado colectivo, derivado de la interdependencia 
entre las partes, y que no puede lograrse mediante la op-
timización individual de sus posiciones contractuales. El 

proyecto constituye una unidad de acción común y las 
decisiones deben evaluarse prioritariamente según su 
impacto en el desempeño global del proyecto, y no solo 
en la posición individual de cada parte. El proyecto se 
concibe como una unidad social y económica temporal. 

Confianza y expectativa: se refiere al grado en que las 
organizaciones pueden basar sus decisiones y acciones 
en expectativas razonables y estables sobre el compor-
tamiento futuro de las demás partes, sin necesidad de 
recurrir de forma permanente a mecanismos defensi-
vos o a la verificación contractual de cada compromiso. 
Estas expectativas se construyen a partir de patrones 
consistentes de actuación y del cumplimiento reiterado 
de los compromisos asumidos durante la ejecución del 
proyecto. Predictibilidad conductual basada en reglas y 
experiencia, no en la fe personal. 

Restricción del poder: se refiere al grado en que las 
organizaciones evitan utilizar de manera oportunista las 
asimetrías de poder derivadas de la autoridad contrac-
tual, del control de la información, de la capacidad de 
decisión o del poder económico. Esta norma no implica 
renunciar a las facultades o derechos contractuales, sino 
evitar su ejercicio abusivo u oportunista cuando pueda 
perjudicar injustamente a las demás partes o al desarro-
llo del proyecto. 

Propiedad de los medios: se refiere al compromiso de 
que las organizaciones alcancen los objetivos contrac-
tuales mediante medios y métodos legítimos, transpa-
rentes y coherentes con la finalidad del contrato y con 
el desempeño global del proyecto. El ejercicio de las fa-
cultades contractuales debe evitar conductas abusivas 
u oportunistas que, aun dentro de los márgenes formal-
mente disponibles para una parte, puedan perjudicar 
injustificadamente a las demás organizaciones o al pro-
yecto. 

Armonización del conflicto: se refiere a la existencia 
de mecanismos que permiten abordar y resolver dispu-
tas de manera temprana, cooperativa y progresiva, como 
un equipo interno, privilegiando su resolución dentro del 
sistema del proyecto antes de recurrir a instancias y pro-
cedimientos de resolución de disputas externas. Las dis-
putas son normales: lo importante es cómo se gestionan. 

Los contratos relacionales se sustentan en este conjun-
to de principios para regular el comportamiento de las 
partes bajo incertidumbre y ayudan a reconfigurar la 
gobernanza del proyecto, de modo que la adaptación, 
la toma de decisiones y la gestión del conflicto ocurran 
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dentro del sistema contractual, reduciendo los costos de 
transacción y aumentando la probabilidad de éxito en 
proyectos complejos. 

3.	 Project Delivery System 

3.1	Concepto y tipos de Project Delivery System
La industria de la arquitectura, ingeniería y construc-
ción (AIC) utiliza diferentes tipos de Project Delivery 
System (PDS) para estructurar las relaciones interorga-
nizacionales de los actores clave que desarrollarán el 
proyecto. Un PDS define las funciones y las relaciones 
entre los participantes (estructura organizativa), la dura-
ción y la secuencia de eventos y prácticas y técnicas de 
gestión (sistema operativo), y las responsabilidades con-
tractuales (relaciones contractuales o términos comer-
ciales) para definir, diseñar, construir, operar y financiar 
un proyecto (Mesa, Molenaar y Alarcón, 2016). 

La estructura organizacional define cómo se comunican 
los participantes, cómo se informan entre sí y cómo to-
man decisiones. La relación contractual define las res-
ponsabilidades, la asignación de riesgos, la forma de 
compensación y los métodos de adjudicación para se-
leccionar a los participantes. El sistema operativo define 
las herramientas y técnicas para la gestión del proyecto 
(Alarcón et al., 2010).

Los tipos de PDS más comunes que utiliza la industria 
AIC son: 

•	 Diseño – Licitación – Construcción (DBB): en este 
método, las fases de diseño, licitación y construc-
ción están definidas de manera consecutiva. El 
mandante tiene dos contratos separados y lineales 
con el diseñador y el constructor, y normalmente 
contrata a una o varias organizaciones para diseñar 
el proyecto. Una vez definidos los diseños, abre el 
proceso de licitación para seleccionar al constructor, 
usualmente, el que presente la oferta aceptable más 
baja y quede a cargo de la construcción del proyecto 
(García, Echeverry y Mesa, 2013). Las líneas con-
tractuales suelen definir los protocolos de comuni-
cación. El control del mandante se basa en la super-
visión de los resultados o productos del diseñador y 
del constructor (Mesa, Molenaar y Alarcón, 2016).

•	 Construction Management at Risk (CMR): al igual 
que en el método DBB, el mandante mantiene una 
relación contractual por separado con el diseñador 
y el constructor. Sin embargo, la relación entre el 

mandante y el constructor cambia, ya que el cons-
tructor se involucra en el proceso de diseño en una 
fase temprana y actúa como asesor del mandante, 
con el fin de resolver algunos de los problemas que 
normalmente se generan en el método DBB debi-
do a la fragmentación entre las partes principales, 
como la constructabilidad, los conflictos de diseño y 
construcción y los sobrecostos (García, Echeverry y 
Mesa, 2013). Una vez que el diseño está lo suficien-
temente desarrollado, el constructor continúa con 
la fase de construcción (Ibrahim, Hanna y Kievet, 
2020). El control del propietario se deriva principal-
mente de la supervisión del comportamiento del di-
señador y del constructor o de los medios utilizados 
para llevar a cabo el diseño y la construcción del 
proyecto (Mesa, Molenaar y Alarcón, 2016).

•	 Diseño – Construcción (DB): el propietario tiene un 
contrato con un diseñador-constructor. Esta úni-
ca entidad se encarga del diseño y la construcción 
(Konchar y Sanvido, 1998). El control del propieta-
rio se deriva principalmente de la supervisión del 
comportamiento del diseñador-constructor o de los 
medios empleados para llevar a cabo el diseño y 
la construcción del proyecto (García, Echeverry y 
Mesa, 2013).

	 El método DB promueve una mayor integración en-
tre el mandante, el diseñador y el constructor. Ade-
más, facilita la integración de los procesos de diseño 
y construcción, dando como resultado un traslape 
entre ambas fases que ayuda a acelerar la ejecución 
del proyecto. El propósito final de esta integración 
de procesos, principalmente entre el diseñador y el 
constructor, es generar un ambiente de trabajo en 
equipo desde la fase de diseño hasta la de construc-
ción (García, Echeverry y Mesa, 2013).

•	 Integrated Project Delivery (IPD): este es un méto-
do relativamente reciente que se distingue por un 
acuerdo contractual único que firman, como mí-
nimo, el mandante, el diseñador y el constructor 
(Hanna, 2016). Existe una comunicación directa 
entre el mandante, el diseñador y el constructor. El 
control del mandante se deriva principalmente de 
la creación de una cultura organizativa común que 
fomenta el control del equipo (García, Echeverry y 
Mesa, 2013).
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3.2	Project Delivery System en un continuo de 
colaboración e integración

La diferencia entre los contratos transaccionales y re-
lacionales no solo se debe a diferentes concepciones ju-
rídicas de la relación contractual, sino que también se 
refleja en la forma en que se organizan y gestionan los 
proyectos de ingeniería y construcción. En la práctica 
del sector de la construcción, estas lógicas contractua-
les se materializan mediante los distintos tipos de PDS, 
que definen cómo se estructuran y gestionan las rela-
ciones entre los mandantes, diseñadores, contratistas y 
demás participantes clave del proyecto. Los PDS pueden 
entenderse, entonces, como la expresión organizacio-
nal de distintas lógicas de gobernanza contractual, ya 
que determinan cómo se asignan las responsabilidades, 
cómo se distribuyen los riesgos y cómo interactúan los 
participantes a lo largo del ciclo de vida del proyecto. 
De esta manera, el diseño del PDS influye directamente 
en el grado en que los participantes pueden desarrollar 
comportamientos colaborativos y el nivel de integración 
entre las organizaciones involucradas. 

Para el propósito de este artículo, la colaboración se cen-
tra en las relaciones y comportamientos de las perso-
nas que componen el equipo de ejecución del proyecto, 
mientras que la integración se refiere a cómo se alinean 
los sistemas financieros, de programación y otros siste-
mas empresariales para permitir una relación comercial 
más transparente entre las empresas que participan en 
la ejecución del proyecto (Barutha et al., 2021). 

Bajo este enfoque, los tipos de PDS pueden analizarse 
según tres criterios estructurales simultáneos: la lógica 
contractual (transaccional o relacional), el nivel de cola-
boración que promueven entre las personas y el grado 
de integración. En consecuencia, los PDS pueden situar-
se en un continuo de colaboración e integración, que va 
desde métodos más fragmentados y con una lógica con-
tractual transaccional (por ejemplo, DBB) hasta métodos 
altamente integrados asociados a formas de gobernanza 
relacional (como IPD). La figura 1 muestra esta relación 
al comparar los tipos de PDS más utilizados en la indus-
tria AIC en un continuo de colaboración e integración. 

Figura 1. Análisis de los tipos de PDS en un continuo de integración y colaboración.

Fuente: elaboración propia.
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En un extremo, con un menor nivel de colaboración e in-
tegración, se encuentra DBB, que separa el diseño de la 
construcción. Este enfoque tradicional y secuencial limi-
ta la colaboración en equipo y las oportunidades de in-
tegración, especialmente la participación del constructor 
en etapas tempranas del diseño, lo que impide aportar el 
máximo valor al proyecto debido a la separación entre el 
proceso de diseño y el de construcción (Barutha, 2018). 

El método CMR involucra al constructor en etapas 
tempranas del diseño para promover la colaboración e 
integración con el diseñador y el mandante y, de esta 
manera, mejorar el control del costo y de la duración 
del proyecto, reduciendo la exposición al riesgo del man-
dante (Sacks et al., 2018). Por otra parte, el método DB 
unifica las fases de diseño y construcción en un único 
contrato para promover una mayor colaboración e inte-
gración entre los actores clave de ambas fases, facilitan-
do la generación de un diseño más completo y evitando 
futuros problemas en la fase de construcción (Konchar y 
Sanvido, 1998). Finalmente, en el extremo opuesto, está 
el método IPD que promueve una completa integración 
a través de la colaboración temprana para maximizar el 
valor y reducir el riesgo (Asmar, Hanna y Loh, 2013).

Según este análisis, los PDS tradicionales (DBB, CMR y 
DB) son, de algún modo, colaborativos. En este sentido, 
cuando hablamos de un contrato colaborativo, se hace 
referencia a uno que, sin abandonar necesariamente la 
lógica transaccional tradicional, incorpora mecanismos 
para promover la cooperación, la coordinación y la reso-
lución temprana de problemas entre las partes del pro-
yecto. En cambio, un contrato relacional (por ejemplo, 
IPD) reorganiza la estructura contractual (gobernanza) 
para que la colaboración sea la opción racional domi-
nante. Por ejemplo, en un contrato colaborativo (tradi-
cional) existe la voluntad o la obligación de cooperar, 
pero si algo sale mal, cada parte se protege. En cambio, 
en el contrato relacional, si algo sale mal, las partes lo 
resuelven juntas, porque ganar o perder es colectivo. Los 
contratos relacionales se basan en el reconocimiento de 
beneficios mutuos y escenarios “gana-gana”, a través de 
relaciones más cooperativas entre los participantes del 
proyecto (como mandante, arquitectos, ingenieros, con-
tratistas). De esta manera, crean un sistema de colabora-
ción e integración, responsabilidad compartida, recom-
pensas y riesgos, ligado a la cantidad de valor generado 
por el producto final (Mesa, Molenaar y Alarcón, 2019). 

En esta línea, los PDS tradicionales, como DBB, CMR y 
DB, incentivan la colaboración mediante una estructura 

transaccional. Mientras que los contratos relacionales, 
como IPD, rediseñan la estructura para que la integra-
ción y la colaboración sean racionales y sostenibles. Un 
contrato relacional es colaborativo, pero no todo contra-
to colaborativo es relacional.

4.	 Diagnóstico: Sistema contractual público chileno

4.1	Descripción del sistema contractual público 
chileno

En Chile, la contratación pública se apoya en un con-
junto de leyes y decretos que definen cómo el Estado 
contrata y administra bienes, servicios y obras. Entre las 
normas relevantes se encuentran la Ley 18.575, Orgáni-
ca Constitucional de Bases Generales de la Administra-
ción del Estado; la Ley 19.880, que establece las bases 
de los procedimientos administrativos; la Ley 19.886, 
sobre contratos administrativos de suministro y presta-
ción de servicios; y el DFL 850 del Ministerio de Obras 
Públicas. Sin embargo, en materia de ejecución de obras 
públicas del MOP, la Ley 19.886 tiene un ámbito de apli-
cación limitado: estos contratos se rigen principalmente 
por su normativa especial, mientras que determinadas 
disposiciones de la Ley 19.886 se aplican a la etapa de 
contratación, en los términos establecidos en su artículo 
3 bis. Estos marcos normativos no solo ordenan los pro-
cedimientos administrativos, también modelan la forma 
en que se relacionan el mandante público y las empre-
sas, los incentivos que enfrentan y la distribución de 
riesgos entre las partes (Araya, 2018). Antes de introdu-
cir los contratos relacionales en el sector público chileno, 
resulta clave comprender primero cómo funciona hoy el 
sistema contractual público, cuáles son sus principales 
instrumentos y qué tipo de relaciones favorecen entre 
el Estado y los contratistas. Sin embargo, este trabajo no 
busca describir de manera exhaustiva todo el sistema de 
contratación pública en Chile. Su objetivo es delimitar 
su análisis, adoptando como caso de estudio el Ministe-
rio de Obras Públicas, considerando su rol central en la 
formulación, licitación y administración de contratos de 
obras públicas mediante los decretos supremos 75 y 108.

4.1.1	 Decreto Supremo 75

El Decreto Supremo 75 (DS 75) del Ministerio de Obras 
Públicas (MOP) constituye el reglamento base que rige 
los contratos de ejecución de obras de infraestructura 
civil y sus servicios relacionados (Torres, 2022). Esta 
normativa se integra en cada contrato celebrado, a me-
nos que un decreto especial determine bases distintas 
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(Decreto 75, 2004). En términos operativos, el DS 75 
regula integralmente las fases de licitación, adjudica-
ción, ejecución y pago (Ministerio de Obras Públicas 
[MOP], 2023). La normativa establece que los contratos 
deben adjudicarse mediante licitación pública entre con-
tratistas inscritos en el registro del MOP, permitiendo la 
licitación privada o el trato directo solo en situaciones 
excepcionales definidas por ley (Decreto 75, 2004).

Para iniciar una licitación, el MOP debe asegurar pre-
viamente la disponibilidad de recursos y un conjunto 
de antecedentes que formarán parte del contrato (MOP, 
2023). Estos incluyen bases administrativas, especi-
ficaciones técnicas, planos y el presupuesto de la obra 
(Hermosilla, 2022). El reglamento estipula que estos do-
cumentos deben ser suficientes para que el contratista 
estime con precisión precios y cantidades (Decreto 75, 
2004). Una característica crítica es que, una vez abier-
ta la licitación, los documentos no pueden modificarse, 
bajo la premisa de que el proyecto está “cerrado” al mo-
mento de la convocatoria (Poblete, 2012).

El reglamento regula los contratos en los que el MOP 
encarga al contratista la ejecución de un proyecto pre-
viamente definido mediante planos y especificaciones al 
contratista (MOP, 2023). El rol del contratista comienza 
en la licitación, enfocándose en presentar una oferta que 
cumpla estrictamente con los documentos del proceso 
(Decreto 75, 2004). El DS 75 contempla dos modali-
dades principales de propuesta: suma alzada y serie de 
precios unitarios.

Bajo este esquema, la participación del constructor en la 
ingeniería es muy limitada, ya que la obra se licita con 
base en un diseño del mandante, regido por el DS 48 
(MOP, 2023). El contratista no interviene en el diseño; su 
capacidad de influencia radica en la organización de la 
producción y en los métodos constructivos (Rodríguez, 
2020). Aunque se permiten alternativas técnicas, estas 
deben ajustarse a las bases y requieren la aprobación 
de la autoridad (Decreto 75, 2004). Es, en esencia, un 
modelo DBB, en el que el diseño y la construcción están 
claramente separados (Rodríguez, 2020).

La gobernanza del DS 75 es jerárquica y centralizada, 
con una cadena de mando que va desde el ministro has-
ta los jefes de servicio con facultad de adjudicación (Her-
mosilla, 2022). Por parte de la empresa, es obligatorio 
contar con un profesional responsable que dirija la obra 
personalmente (Torres, 2022). El eje de la comunicación 
es el Libro de Obras, donde se registran hitos como la 

entrega del terreno e instrucciones fiscales (Hermosilla, 
2022). Este flujo documental es obligatorio para validar 
cualquier decisión (MOP, 2023).

En cuanto a incentivos, el sistema se basa en el control 
y la sanción (Asenjo, 2022). Se exigen garantías de se-
riedad y fiel cumplimiento (Oñate, 2024), y el contratis-
ta se expone a multas por retrasos o faltas técnicas que 
se descuentan de los pagos o retenciones (Decreto 75, 
2004). Finalmente, la asignación de riesgos al contratis-
ta es amplia. El DS 75 establece, como regla general, 
que los daños que sufran las obras durante el período de 
construcción, por causas ajenas al MOP, incluidos el caso 
fortuito y la fuerza mayor, son responsabilidad del con-
tratista. Sin embargo, las consecuencias de estos eventos 
sobre el plazo, los costos y el riesgo de pérdida dependen 
del régimen aplicable, de las bases y de la distribución 
contractual del riesgo (Mattar, 2023; DS 75, 2004). El 
inspector fiscal, por naturaleza administrativa y jurídica, 
es el supervisor técnico y el representante oficial de la 
Dirección en el contrato; su objetivo es velar por el fiel 
cumplimiento de un contrato de obra pública (Decreto 
75, 2004). El inspector de obra supervisa el cumplimien-
to por medio del Libro de Obras, donde imparte órdenes 
obligatorias para el contratista, registra hitos, observa-
ciones y aprobaciones; además, realiza el control de esta-
dos de pago, técnico y normativo (Valdivia, 2021). 

4.1.2	 Decreto Supremo 108

El Decreto Supremo 108 (Decreto 108, 2009) aprue-
ba las Bases Administrativas Generales para contratos 
de obras públicas bajo el sistema de pago contra recep-
ción. Esta modalidad de contratación se ha utilizado 
principalmente en edificios públicos e infraestructura 
institucional. Es la herramienta normativa que utiliza 
con mayor frecuencia la Dirección de Arquitectura del 
Ministerio de Obras Públicas (MOP) para proyectos com-
plejos que requieren una integración entre el diseño y la 
construcción (Decreto 108, 2009). 

Este sistema se define como una oferta a suma alza-
da, en la que el precio fijo abarca tanto la ingeniería 
(proyecto) como la construcción. Las cubicaciones son 
establecidas por el propio contratista y se consideran 
inamovibles, a menos que las bases especiales permitan 
revisiones parciales (Torres, 2022). Un aspecto distin-
tivo es, por ejemplo, que el pago se efectúa por etapas 
terminadas y recibidas conforme a lo estipulado en la 
licitación (Decreto 108, 2009). 
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El contrato se rige primero por el Reglamento del DS 75 
en aspectos no regulados por el DS 108; luego, por las 
bases generales, especiales, aclaraciones, términos de 
referencia (TDR); y, finalmente, el proyecto adjudicado 
(Decreto 108, 2009). El Decreto 208 de 2022 incorpo-
ró expresamente estudios y requisitos técnicos en los 
términos de referencia y los ubicó en el orden de prece-
dencia contractual (Decreto 208, 2023). 

En este esquema de diseño y construcción integrados 
(DB), la participación del contratista es más amplia que 
en el modelo tradicional. Aunque el MOP entregue an-
tecedentes, estos son informativos y no generan respon-
sabilidad para el Ministerio; el adjudicatario asume la 
total responsabilidad por cualquier error u omisión en 
ellos (Cavalcanti, Mendes y Pereira, 2015). El contratista 
debe presentar un proyecto completo (planos, especifi-
caciones, memorias) que cumpla con los TDR y la nor-
mativa técnica del DS 48 (Bastias y Molenaar, 2010). 
La responsabilidad técnica es exclusiva del contratista, 
incluso si el mandante otorga su conformidad general 
(Xia et al., 2011). 

La gobernanza en el DS 108 se apoya en comisiones de 
evaluación técnica (centrales o regionales) que califican 
la calidad del proyecto y los plazos mediante factores 
de ponderación (Decreto 108, 2009). Además, el siste-
ma reconoce el costo de diseñar proyectos completos 
mediante una indemnización a oferentes no adjudicados 
cuyas propuestas fueron técnicamente aceptables (De-
creto 108, 2009). Una vez en marcha, el pago se realiza 
por hitos terminados y recibidos, permitiendo pagos par-
ciales solo por avance físico real y previa certificación 
fiscal (Decreto 108, 2009).

En este sistema, el contratista asume una asignación de 
riesgos muy amplia, siendo responsable de errores en 
antecedentes informativos entregados por el ministerio, 
permisos, derechos y daños por fuerza mayor (Oñate, 
2024). Para mitigar esto, el MOP exige un robusto es-
quema de garantías y retenciones en cada estado de 
pago, sumado a multas diarias por atrasos en las etapas 
(Colman, 2023). Para el control se mantiene la figura 
del inspector fiscal, aunque su rol cambia, debido a la 
naturaleza del contrato por ser sistema de pago contra 
recepción. Debe supervisar y aprobar el proyecto de-
finitivo, validar el cumplimiento de etapas terminadas, 
utilizando el Libro de Obras como la herramienta prin-
cipal, pero con énfasis en hitos de entrega de ingeniería 
y etapas (Torres, 2022).

En síntesis, el DS 75 configura un modelo en el que 
el MOP diseña sus proyectos con arreglo al DS 48 y 
encarga a terceros la ejecución de la obra, pagando por 
avances medidos en los estados de pago sucesivos. El 
DS 108, en cambio, establece contratos de pago contra 
recepción en los que el contratista asume el diseño y la 
construcción dentro de un marco técnico fijado por el 
Ministerio y recibe el pago por etapas terminadas (De-
creto 108, 2009). En ambos casos, la gobernanza man-
tiene una estructura jerárquica centrada en la autoridad 
y en la figura del inspector fiscal, con fuertes mecanis-
mos de control, garantías y sanciones, con una parti-
cipación acotada del contratista en las decisiones clave 
del proyecto (Torres, 2022). Sobre esta base se abre la 
pregunta por cuánto y cómo podrían cambiar estas di-
námicas si se incorporaran marcos contractuales de ca-
rácter relacionales (Sepúlveda, Alarcón y Mesa, 2024).

4.2	Principales problemáticas del sistema 
contractual público

Una vez explicadas las principales modalidades de 
contratación utilizadas por el MOP, a continuación, se 
abordan cuatro problemáticas junto con sus causas que 
han sido identificadas por diferentes autores y que se 
encuentran en la contratación pública chilena.

4.2.1	 Problemática: latencias entre las fases 
(planificación – diseño – licitación – 
construcción)

Causa 1: Rigidez normativa para ajustar el proyecto 
una vez licitado

El DS 75 exige que, antes de contratar una obra, existan 
bases administrativas, especificaciones, planos y presu-
puesto “necesarios y suficientes” para estimar precios y 
cantidades; además, los antecedentes no pueden alterar-
se una vez cerrado el período de recepción de ofertas, 
salvo los mecanismos de aclaración, rectificación o ac-
tuación previstos expresamente en la normativa y en las 
bases (Decreto 75, 2004).

Esta causa hace referencia a la ilusión de “presentiation” 
del contrato de Macneil (1985), que dice creer que todo 
el futuro de la relación contractual ya está contenido y 
resuelto en el momento de la firma del contrato; es de-
cir, “traer el futuro al presente” y tratarlo como si todo 
estuviera ya decidido en el contrato inicial (Campbell, 
2004). Sin embargo, la realidad de la obra desmiente el 
supuesto de que la información es completa y suficien-
te. Lamentablemente, en la normativa, cualquier ajuste 
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requiere largos procesos administrativos y de control, 
generando tiempos muertos entre fases (Hermosilla, 
2022). Por ejemplo, si al iniciar la etapa de construcción 
se encuentran imprevistos dentro del proyecto, como 
condiciones del suelo que no fueron especificadas en el 
estudio de suelos, que generan cambios de diseño, se 
requiere un largo proceso para solucionarlo. Latencias 
de este estilo causan pérdidas tanto para el contratista 
como para el sector público.

¿Cómo lo abordan los contratos relacionales?

•	 Los contratos relacionales reconocen desde el inicio la 
necesidad de adaptar el proyecto y crean mecanismos 
formales de cambio conjunto (por ejemplo, core group, 
target cost, pain / gain) (Ballard y Howell, 2005).

•	 El equipo integrado (mandante, diseñador, cons-
tructor) revisa y corrige el diseño en tiempo real, 
sin tener que detener el proyecto para relicitar (Val-
dés, 2020).

•	 El foco se desplaza de defender el contrato a gestio-
nar el proyecto en común, reduciendo las latencias 
entre fases (Nwajei, 2021).

Causa 2: Fragmentación institucional y presupues-
taria

Las fases de diseño, evaluación social, aprobación pre-
supuestaria y ejecución se tramitan de manera separa-
da, con distintos actores y ciclos de aprobación. Cada 
traspaso de información entre áreas genera latencias en 
el proceso, posiblemente debido a los largos procesos 
burocráticos en el sector público (CNEP, 2020).

¿Cómo lo abordan los contratos relacionales?

•	 Se crea una instancia conjunta de gobernanza (allian-
ce board o core group) en la que participan los actores 
relevantes del proyecto para analizar riesgos, eva-
luar alternativas y formular recomendaciones sobre 
costo, plazo y alcance, sin sustituir las competencias 
de decisión que corresponden a la autoridad admi-
nistrativa.

•	 Los acuerdos de costo, plazo y alcance se toman 
en esa mesa común, lo que permite solapar etapas 
(diseño + permisos + constructibilidad) y reducir 
tiempos de traspaso (Frame, 2019).

•	 La asignación presupuestaria se vincula a un tar-
get cost compartido, limitando la necesidad de re-
botar información entre unidades para cada ajuste 
(Hauck et al., 2004).

4.2.2	 Problemática: alta conflictividad y clima 
adversarial

Causa 1: Método Diseño – Licitación - Construcción 
basado en bajo precio y transferencia de riesgos

En Chile, la infraestructura no concesionada se gestiona 
casi exclusivamente por el método tradicional Diseño – 
Licitación - Construcción (DBB), aun cuando se sabe que 
no es la forma más eficiente para costos, plazos y valor 
del producto final. En este contexto, un estudio sobre 
proyectos viales públicos ejecutados mediante DBB iden-
tificó que los errores y omisiones de diseño, las deficien-
cias de ingeniería básica y las limitaciones presentes en 
los procesos de licitación constituyen causas relevantes 
de los sobrecostos durante la ejecución de las obras (Ca-
lahorra et al., 2020). Este diagnóstico resulta consisten-
te con evidencia internacional reciente, que muestra un 
peor desempeño relativo de los métodos tradicionales 
frente a esquemas más integrados. En proyectos viales 
de Estados Unidos, aquellos que usaron sistemas tradicio-
nales como DBB y DB presentan mayores crecimientos 
de costo y plazo que modelos más integrados: mientras 
DBB registró 7,27% de crecimiento de costos y 31,39% 
de crecimiento de plazo, y DB 8,95% y 37,94%, los pro-
yectos que usaron partnering alcanzaron solo 2,12% y 
0,59%, respectivamente (Shrestha y Shrestha, 2024). 

“El DS 75, junto con el reglamento de montos, dan un 
peso central al componente económico en la adjudica-
ción, dentro de los criterios establecidos, y las bases, 
trasladan al contratista riesgos difíciles de gestionar 
(como interferencias, suelos o expropiaciones), sin me-
canismos claros de compensación (Decreto 75, 2004). 
Cuando esos riesgos se materializan, la típica salida es el 
reclamo o controversia (CCHC, 2022). 

¿Cómo lo abordan los contratos relacionales?

En modelos Alliancing o Integrated Project Delivery 
(IPD), el precio se vincula a un target cost acordado en 
conjunto y se establecen esquemas de riesgo y ganancia 
compartidos (Ma, Cheung y Li, 2023). Los riesgos clave 
se identifican y se asignan explícitamente al “mejor ges-
tor”, con mecanismos de ajuste predefinidos (El-adaway, 
2010). Esto reduce la lógica de traspasar riesgos al otro 
y disminuye la necesidad de judicializar cada evento im-
previsto (Ahmed y El-Sayegh, 2021). 

Causa 2: Asimetría de poder y contratos bilaterales 
jerárquicos

La estructura típica es la de un MOP fuerte y un con-
tratista débil en la toma de decisiones, con un inspector 
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fiscal fuerte y relaciones contractuales verticales hacia 
subcontratistas (CCHC, 2022).

Harper (2014) muestra que, incluso cuando se introdu-
ce DB o Construction Management at Risk (CMR), los 
contratos siguen siendo acuerdos bilaterales con lengua-
je similar a DBB, por lo que no mejoran realmente las 
interacciones y los reclamos siguen siendo frecuentes 
(Pishdad, 2017).

¿Cómo lo abordan los contratos relacionales?

En contratos relacionales, la gobernanza se organiza a 
través de órganos conjuntos (alliance board, core group) 
donde participan mandante, contratista y, en algunos 
casos, subcontratistas clave (Ahmed et al., 2021). Se 
definen reglas de decisión compartida y mecanismos 
de escalamiento de conflictos que nivelan parcialmen-
te el poder (El-adaway, Abotaleb y Eteifa, 2018). Esto 
transforma la relación de “mandante fuerte – contratista 
débil” en un equipo de proyecto con responsabilidades y 
riesgos compartidos (Hayford, 2018).

Causa 3: Diseños incompletos y normativa ambigua 
para modificarlos

La Cámara Chilena de la Construcción reconoce que mu-
chos proyectos se licitan con ingeniería incompleta, des-
actualizada o con normas antiguas, y que la normativa 
no regula bien las modificaciones de obra (CCHC, 2022).

El marco legal chileno asume que el diseño es “suficien-
te” al momento de licitar (artículo 2°, Decreto 75, 2004). 
Por esta razón, los errores u omisiones se transforman 
en discusión sobre quién asume el costo, en vez de ver-
se como un problema conjunto del proyecto (El-adaway, 
Abotaleb y Eteifa, 2017).

¿Cómo lo abordan los contratos relacionales?

En IPD o Alliancing, el diseño se desarrolla en conjunto 
y se mantiene abierto a ajustes iterativos (Lee, Tomme-
lein y Ballard, 2013). Las discrepancias de ingeniería no 
se procesan como culpa de una parte, sino como riesgos 
del proyecto gestionados desde un fondo común de con-
tingencias (Pishdad, 2017). Los mecanismos de cambio 
están incorporados en el contrato, lo que permite co-
rregir el diseño sin entrar inmediatamente en modo de 
reclamo (El-adaway, Abotaleb y Eteifa, 2018).

Causa 4: Lógica contractual “clásica” (discreta) sin 
normas relacionales

Macneil (1985) critica el derecho de contratos clásico, 
argumentando que se funda en manifestaciones objeti-
vas de consentimiento puntuales y en una visión de in-

tercambio discreto, ignorando que en contratos de larga 
duración la relación es lo central (Nwajei, 2021).

Harper (2014) muestra que los contratos que han logrado 
la integración exitosamente se apoyan en normas relacio-
nales como integridad de roles, reciprocidad, flexibilidad, 
solidaridad contractual, contención del poder y armoni-
zación del conflicto (Mulholland y Clevenger, 2024).

El DS 75 casi no incorpora explícitamente estas normas 
relacionales, sino que, por diseño contractual, empuja a 
las partes a defender su posición jurídica más que a pre-
servar la relación, lo que predispone al conflicto (CCHC, 
2022).

¿Cómo lo abordan los contratos relacionales?

Los contratos relacionales traducen las normas relacio-
nales en cláusulas y prácticas concretas: objetivos comu-
nes, transparencia de la información (open book), resolu-
ción escalonada de conflictos, métricas de desempeño 
conjunto, incentivos por los resultados del proyecto y 
no solo por el cumplimiento individual (Hayford, 2018). 
La existencia de estos elementos hace que, ante un pro-
blema, la respuesta natural sea “¿cómo lo resolvemos 
juntos?” y no “¿quién es responsable según el contrato?” 
(Hauck et al., 2004).

4.2.3	 Problemática: Baja productividad atribuible 
a la modalidad de contratación

Causa 1: Efecto “silo” y falta de integración diseño 
– construcción

La literatura de integración de proyectos habla del silo 
effect de los métodos tradicionales, que implica que el di-
seño y la ejecución de obras sean dos licitaciones distin-
tas. Lo anterior trae como consecuencia que el construc-
tor entre tarde al ciclo de vida del proyecto, dejándolo 
sin capacidad de influir en el diseño para mejorar cons-
tructibilidad o productividad (Pishdad y Beliveau, 2010). 

En Chile, el Decreto 75 mantiene esa separación de 
etapas, por lo que se pierde el aporte de quien conoce 
mejor los procesos productivos y constructivos de obra 
(Calahorra y Alarcon, 2018).

¿Cómo lo abordan los contratos relacionales?

Modelos como IPD o Alliancing incorporan participa-
ción temprana del contratista y de subcontratistas clave 
en la etapa de diseño (Ishtiaque, Wondimu y Klakegg, 
2025). Se trabajan soluciones en equipos integrados (por 
ejemplo, big room, BIM colaborativo), se resuelven pro-
blemas de constructibilidad antes de llegar a obra y se 
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solapan fases de diseño – planificación – construcción 
(Narum y Kals, 2024). Esto reduce retrabajos, tiempos 
muertos y actividades sin valor que hoy afectan directa-
mente la productividad.

Causa 2: Procesos de contratación y modificación 
lentos e ineficientes

La Comisión Nacional de Evaluación y Productividad 
(CNEP) documenta que Chile es uno de los países de 
la OCDE que más tarda en adjudicar contratos públi-
cos, donde las ineficiencias aparecen en todas las etapas 
(CNEP, 2020).

Hay pérdidas en el proceso administrativo de tramitación 
de modificaciones de obra (burocracia): cada cambio ge-
nera una cadena de revisiones, informes, autenticaciones 
y controles que no agrega valor directo al producto, pero 
sí consume tiempo y recursos (CCHC, 2022).

¿Cómo lo abordan los contratos relacionales?

Los contratos relacionales pueden incorporar instancias 
de gobernanza conjunta destinadas a analizar de mane-
ra temprana problemas de alcance, plazo y costo; desa-
rrollar alternativas y formular recomendaciones dentro 
de márgenes previamente establecidos (Eladaway, Abo-
taleb y Eteifa, 2017). En el sector público, estas instan-
cias deben integrarse al procedimiento administrativo 
sin sustituir las competencias legales de las autoridades 
responsables de aprobar modificaciones contractuales. . 
Al haber un equipo estable y reglas claras de gestión de 
cambios, las modificaciones se resuelven en ciclos cor-
tos, disminuyendo la burocracia y las esperas que hoy 
frenan el avance físico del proyecto (Lahdenperä, 2012).

Causa 3: Esquemas de incentivos que no premian 
productividad ni valor

El foco del DS 75 está en controlar precio y cumplimien-
to formal, no en crear incentivos a reducir plazos, costos 
de ciclo de vida o impactos (CCHC, 2022). Los contratos 
pagan por cantidades ejecutadas y, muchas veces, los 
mayores plazos se compensan con reajustes o ampliacio-
nes de plazo, sin un mecanismo sistemático de ganancia 
compartida por mejoras de productividad (CNEP, 2020).

Barutha (2018) muestra que estructuras contractuales 
que trasladan riesgo hacia el contratista generan am-
bientes adversariales, frenan la innovación y llevan a un 
uso ineficiente de recursos; en cambio, IPD y Alliancing, 
con metas de costo-objetivo y pain / gain sharing, tien-
den a mejorar el desempeño.

¿Cómo lo abordan los contratos relacionales?

En IPD y Alliancing se utilizan costos objetivo (target 
cost), esquemas de pain / gain sharing y bonos ligados 
a indicadores de desempeño (plazo, calidad, seguridad 
o impacto en el usuario) (El-adaway, Abotaleb y Eteifa, 
2018). Si el equipo reduce costos o plazos sin sacrificar 
calidad, todos participan de los beneficios; si hay sobre-
costos por mala gestión, todos pierden (Lahdenperä, 
2012). Esto alinea a los actores para eliminar desper-
dicios, innovar en métodos constructivos y optimizar el 
sistema completo, en lugar de limitarse a cumplir lo mí-
nimo del contrato (Arar et al., 2025).

Causa 4: Contratos aislados, de corto plazo, sin es-
pacio para aprendizaje y mejora continua

El DS 75 concibe el contrato de obra como un encargo 
puntual: se licita, se ejecuta, se liquida y la relación se 
cierra (Calahorra y Alarcon, 2018). La evaluación del 
desempeño del contratista se usa principalmente para 
efectos de registro, pero no se traduce en marcos de co-
laboración de largo plazo ni en programas sistemáticos 
de mejora (CCHC, 2022).

Esta lógica “proyecto a proyecto” desincentiva la inver-
sión en procesos de innovación y estandarización pro-
ductiva (como metodologías Lean, industrialización, 
BIM), porque cada equipo de obra se arma y se desarma 
sin garantías de continuidad ni de captura de beneficios 
futuros (El-adaway, Abotaleb y Eteifa, 2017). El conoci-
miento queda disperso entre proyectos y empresas, en 
vez de consolidarse en relaciones estables y prácticas 
compartidas (Nwajei, 2021).

¿Cómo lo abordan los contratos relacionales?

Incorporan diseño - construcción integrados, participa-
ción temprana, equipos ubicados en un mismo ambiente 
de trabajo, metas de costo / plazo compartidas y meca-
nismos explícitos de reparto de ahorros, lo que alinea 
a todos en optimizar el sistema, no solo cumplir el con-
trato mínimo (Lahdenperä, P. (2012), El-Adaway et al. 
(2017), Pishdad, P. (2017), Mesa et al. (2019)). Además, 
muchos esquemas de Alliancing e IPD se piensan como 
plataformas de relación continua (programas de obras, 
marcos de colaboración, selección por desempeño), lo 
que incentiva a las partes a invertir en innovación, es-
tandarización y aprendizaje entre proyectos, elevando 
la productividad de manera acumulativa (Engebø et al., 
2020).
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4.2.4	 Problemática general: mala comunicación 
y colaboración en contratos regidos por el 
DS 75

Causa 1: El DS 75 separa estrictamente diseño y 
construcción

El MOP prepara el proyecto (bajo DS 48) y después licita 
la obra con documentos que no pueden modificarse una 
vez abierta la licitación (Decreto 75, 2004). El contratis-
ta entra tarde, solo para “poner precio” y ejecutar lo ya 
definido (Ashcraft, 2022). Esto genera:

•	 Poca interacción entre quienes diseñan y quienes 
construyen (Pishdad y Beliveau, 2010).

•	 Los problemas de constructibilidad, secuencias o in-
terferencias se descubren recién en obra (Rempling 
et al., 2016).

•	 Comunicación reactiva (como RFI, órdenes de cam-
bio) en vez de coordinación temprana (Ma, Zhang 
y Li, 2018).

Todo eso deteriora la colaboración: cada parte defiende 
su posición y tiende a culpar a la otra cuando el proyecto 
falla.

¿Cómo lo abordan los contratos relacionales?

En IPD o Alliancing:

•	 El contratista y subcontratistas claves se incorporan 
desde la etapa de diseño (early contractor involve-
ment) (Hayford, 2018).

•	 El diseño se desarrolla en equipo (big room, BIM, 
talleres de valor) y los problemas se discuten antes 
de llegar a obra (Goodland et al., 2019).

•	 Las decisiones de diseño relevantes se toman en co-
mités conjuntos best for project (Gransberg y Jeong, 
2019).

Así, la comunicación deja de ser de reclamos por errores 
de diseño y pasa a ser de colaboración continua para 
mejorar el proyecto.

Causa 2: Canal de comunicación formal, jerárquico 
y unidireccional

La gobernanza se organiza de manera jerárquica y la 
comunicación oficial se canaliza casi exclusivamente a 
través del inspector fiscal y el Libro de Obras (Decreto 
75, 2004). Eso implica:

•	 Comunicaciones principalmente unidireccionales 
(órdenes, instrucciones, respuestas formales) (Ca-
lahorra y Alarcon, 2018).

•	 Poco espacio institucionalizado para discutir abier-
tamente riesgos, dudas o mejoras (Pishdad y Beli-
veau, 2010).

•	 Temor a dejar por escrito temas delicados, lo que 
fomenta conversaciones informales, defensivas o 
tardías (CCHC, 2022).

El resultado es una comunicación rígida, centrada en el 
control, más que en la resolución conjunta de problemas.

¿Cómo lo abordan los contratos relacionales?

•	 Se crean instancias formales de trabajo conjunto, 
por ejemplo, core group, boards, reuniones semanales 
estructuradas o co-location (Banaszak et al., 2020).

•	 Las decisiones claves se toman en órganos multiac-
tor, no solo vía instrucción del mandante (Calahorra 
y Alarcon, 2018).

•	 El libro de obras o sus equivalentes se usan junto 
con herramientas de gestión colaborativa (matrices 
de riesgo compartidas, tableros visuales, etc.) (Pish-
dad y Srivastava, 2018).

Esto genera canales horizontales y frecuentes de comu-
nicación, en los que la inspección fiscal participa, pero 
ya no como único canal de información.

Causa 3: Selección centrada en precio y cumpli-
miento formal, no en capacidades relacionales

El régimen de contratación tradicional del MOP prioriza:

•	 Licitación pública abierta a contratistas del registro.

•	 Evaluación fuertemente orientada al precio y a los 
requisitos formales (por ejemplo, garantías, antece-
dentes, experiencia mínima).

•	 Casi nulo peso explícito en las capacidades de tra-
bajo colaborativo, gestión integrada o desempeño 
relacional.

Esto incentiva a las empresas a competir bajando precio, 
no a mostrar cómo van a colaborar, coordinar o innovar 
(Attouri et al., 2023). Por esta razón, se le da más impor-
tancia a criterios basados en el precio que a habilidades 
blandas que tendrán importancia durante la ejecución 
(Eriksson, 2010).

¿Cómo lo abordan los contratos relacionales?

Según Lahdenperä (2012), en Alliancing o IPD:

•	 La selección se basa en parámetros blandos: actitud 
colaborativa, historial de trabajo en equipo, capaci-
dades de integración, liderazgo, etc.
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•	 Se usan entrevistas, workshops previos, evaluación 
de cultura y valores.

•	 Muchas veces se combina preselección técnica y la 
negociación colaborativa del acuerdo.

Esto filtra y premia a actores capaces de comunicarse 
bien, compartir información y tomar decisiones conjun-
tas, porque esas competencias pasan a ser criterio cen-
tral de adjudicación (Rempling et al., 2016).

Causa 4: Incentivos basados en el riesgo individual 
y sanciones, no en metas y riesgos compartidos

El Decreto 75 (2004) estructura los incentivos en torno a:

•	 Multas por atraso y por incumplimiento técnico.

•	 Retenciones, garantías y amenazas de término an-
ticipado.

•	 Asignación unilateral de riesgos (como daños a la 
obra, caso fortuito, variaciones de obra) al contratista.

En este contexto, comunicar problemas temprano puede 
significar exponerse a multas o responsabilidad. La re-
acción natural y racional es:

•	 Esconder o minimizar riesgos.

•	 Protegerse documentalmente.

•	 Usar la comunicación para defenderse y no para 
colaborar.

¿Cómo lo abordan los contratos relacionales?

•	 Se construyen “bolsas” de riesgo compartido y esque-
mas de pain / gain: todos pierden o ganan según el 
resultado global (El-adaway, Abotaleb y Eteifa, 2018).

•	 Se premia explícitamente la detección temprana de 
problemas y el manejo conjunto del riesgo (Pishdad, 
2017).

•	 Se usan libros abiertos y transparencia de costos 
como base contractual (Pishdad y Srivastava, 2018).

Si los resultados son compartidos, la comunicación se 
vuelve un activo, es decir, conviene informar rápido, 
que exista transparencia de información y se busquen 
soluciones en conjunto, porque el problema de uno es el 
problema de todos (Ma, Zhang y Li, 2018).

5.	 Análisis del sistema contractual público chileno 
desde las normas relacionales 

5.1	Barreras para el uso de contratos relacionales 
en el sector público

Este apartado examina las principales barreras que in-

hiben el uso de contratos relacionales en el sector públi-
co de la construcción en Chile. El objetivo no es enume-
rar dificultades aisladas, sino organizar, con base en la 
literatura revisada, un conjunto acotado de obstáculos 
recurrentes que explican por qué estos modelos resul-
tan difíciles de adoptar, sostener y escalar en contextos 
de alta regulación y rendición de cuentas. Para ello, se 
sintetizan los hallazgos de documentos académicos y re-
portes técnicos, agrupando la evidencia en siete barre-
ras que operan en distintos niveles. Algunas responden 
a restricciones estructurales del sistema de contratación 
pública, mientras que otras se asocian a capacidades 
institucionales, prácticas organizacionales y dinámicas 
relacionales propias de los equipos y del mercado.

1.	 Altos costos de implementación

Según Banaszak et al. (2020), los contratos relacionales 
requieren un esfuerzo inicial significativo de definición, 
alineamiento y preparación del equipo, esfuerzo que 
suele recaer en el mandante antes de que exista un pre-
cio definitivo o incluso antes de que la fase de ejecución 
quede asegurada. Esta característica vuelve más difícil 
su uso en proyectos pequeños, donde el retorno de in-
vertir en gobernanza relacional, talleres y coordinación 
intensiva puede no compensar los costos de implemen-
tación y el tiempo directivo involucrado.

Entre los factores que contribuyen a esta barrera se en-
cuentran:

•	 Inversión temprana a cargo del mandante para ha-
bilitar la colaboración y la definición progresiva del 
alcance y los costos.

•	 Falta de volumen o de continuidad de cartera para 
amortizar el aprendizaje, las herramientas y la es-
tructura colaborativa entre varios proyectos.

2.	 Necesidad de ajustar los contratos relacionales 
a las reglas de la contratación pública

Surge la necesidad de adaptar la lógica de los principios 
relacionales a criterios de evaluación compatibles con 
los principios de la contratación pública, exigencias del 
procedimiento administrativo y con la institucionalidad 
del MOP. La Ley 19.886 dispone que la contratación 
pública “se rige por los principios de libre acceso a las 
licitaciones, de competencia, de publicidad y transpa-
rencia de los procedimientos, de igualdad de trato y no 
discriminación, de probidad, y de valor por dinero”, en-
tendiendo este último como “la eficiencia, eficacia y eco-
nomía en el uso de los recursos públicos y en la gestión 
de las contrataciones, y la mejor relación costo-beneficio 
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en las adquisiciones” (Ley 19.886, 2003). La Ley 19.880 
dispone que el procedimiento administrativo debe ex-
presarse por escrito y someterse a principios como ce-
leridad, economía procedimental, contradictoriedad, 
imparcialidad, transparencia y publicidad (Ley 19.880, 
2003). El DFL 850 configura al MOP como un órgano 
con potestades de coordinación, regulación técnica, fis-
calización y sanción en materia de obras públicas (DFL 
850, 1998). Además, la Ley 18.575 dispone que los con-
tratos administrativos se celebran previa propuesta pú-
blica y que la licitación se rige por los principios de “libre 
concurrencia de los oferentes al llamado administrativo 
y de igualdad ante las bases que rigen el contrato” (Ley 
18.575, 1986). Por esta razón, si se quieren incorporar 
elementos como la capacidad colaborativa, la integra-
ción temprana o mecanismos de ajuste progresivo frente 
a la incertidumbre, estos deben justificarse y formularse 
desde el inicio de manera objetiva, verificable, motiva-
ble, trazable y compatible con el interés público y con la 
estructura de control del sistema.

Entre los factores que contribuyen a esta barrera se en-
cuentran:

•	 Dificultad para compatibilizar la competencia y 
comparabilidad ex ante con la definición progresiva 
del proyecto y del contrato.

•	 Dificultad para objetivar y evaluar ex ante las capa-
cidades relacionales cualitativas en criterios de eva-
luación objetivos, verificables y vinculados al valor 
público.

•	 Dificultad para compatibilizar la toma de decisiones 
colaborativas con las exigencias procedimentales de 
la administración pública.

3.	 Restricciones presupuestarias y preferencia 
por precios fijos

La institucionalidad pública suele valorar la predicti-
bilidad presupuestaria y la facilidad de control, lo que 
favorece contratos de precio fijo y esquemas de riesgo 
cerrados. Sin embargo, los contratos relacionales suelen 
partir con definiciones progresivas, mayor flexibilidad 
y arreglos de riesgo compartido, lo que puede ser per-
cibido como difícil de justificar ante reglas de control 
financiero, auditoría y rendición de cuentas (Klakegg, 
Pollack y Crawford, 2021).

Entre los factores que contribuyen a esta barrera se en-
cuentran:

•	 Tensión entre la necesidad de certeza presupuesta-
ria ex ante y la definición progresiva de costos pro-
pia de algunos contratos relacionales. 

•	 Dificultad para incorporar mecanismos de riesgo y 
recompensa compartidos dentro de estructuras tra-
dicionales de control presupuestario.

4.	 Ambigüedad del modelo relacional 

Según El-adaway, Abotaleb y Eteifa (2017), la implemen-
tación pública de modelos relacionales suele enfrentarse 
a una ambigüedad de base sobre qué constituye exacta-
mente el modelo, qué prácticas son obligatorias y cuáles 
son adaptables. Esa ambigüedad tiende a traducirse en 
interpretaciones dispares y variaciones en la aplicación, 
con resultados heterogéneos, que dificultan consolidar 
el aprendizaje institucional y legitimar su escalamiento.

Entre los factores que contribuyen a esta barrera se en-
cuentran:

•	 El concepto de contratos relacionales abarca múlti-
ples interpretaciones (p. ej., IPD, Alliancing), lo que 
reduce su consistencia, en general.

•	 Falta de definición operativa común sobre los ele-
mentos que caracterizan un contrato relacional.

•	 Falta de estándares, guías y experiencia institucio-
nal para implementar de manera consistente los 
contratos relacionales.

5.	 Necesidad de capacidades y de soporte institu-
cional para la gobernanza relacional

Según Hällström (2023), los modelos relacionales sue-
len requerir competencias y estructuras de gobernanza 
distintas a las de la contratación tradicional, incluyendo 
facilitación, gestión de integración y mecanismos forma-
les para alinear comportamientos. Sin capacidades ins-
taladas, el modelo se reduce a una etiqueta contractual, 
sin prácticas efectivas, o depende excesivamente de indi-
viduos puntuales, lo que lo vuelve frágil ante la rotación 
de personal y los cambios de liderazgo.

Entre los factores que contribuyen a esta barrera se en-
cuentran:

•	 Falta de capacidades y roles especializados para 
facilitar la integración, la colaboración y la gestión 
temprana de problemas. 

•	 Necesidad de liderazgo directivo y apoyo institu-
cional para alinear la organización con las nuevas 
prácticas de integración y colaboración.
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6.	 Persistencia de una cultura adversarial y de 
prácticas contractuales defensivas

Incluso cuando el contrato incorpora principios relacio-
nales, los resultados dependen de las actitudes, la con-
fianza y la coherencia conductual. La evidencia mues-
tra que los esquemas prescriptivos y de precio fijo se 
asocian con menor confianza, objetivos desalineados y 
culturas de confrontación, lo que puede persistir como 
patrón organizacional aun cuando se intente migrar ha-
cia modelos relacionales (Klakegg, Pollack y Crawford, 
2021). Para superar esta limitación, autores como Nwa-
jei (2021) plantean la necesidad de una estructura de 
gobernanza relacional que incite y sostenga comporta-
mientos colaborativos en el tiempo. 

Entre los factores que contribuyen a esta barrera se en-
cuentran:

•	 Persistencia de prácticas de gestión centradas en el 
control del cumplimiento individual y en la protec-
ción de posiciones contractuales que dificultan com-
portamientos colaborativos.

•	 Insuficiente generación temprana de confianza, ob-
jetivos compartidos y formas de trabajo colaborati-

vo entre los actores del proyecto.

7.	 Dificultad para incorporar nuevos participan-
tes y dependencia de personas clave

Según Hällström (2023), las formas relacionales pueden 
fortalecer vínculos y coordinación, pero también pue-
den generar redes demasiado cerradas que dificultan la 
entrada de nuevos actores y refuerzan la dependencia 
de individuos clave. En organizaciones públicas, donde 
la rotación y la reasignación de equipos son frecuentes, 
esta dependencia puede convertirse en un riesgo estruc-
tural para mantener aprendizajes y prácticas relaciona-
les a largo plazo.

Entre los factores que contribuyen a esta barrera se en-
cuentran:

•	 Riesgo de que redes de colaboración muy consoli-
dadas dificulten la incorporación de nuevos parti-
cipantes.

•	 Dependencia de personas clave o específicas para 
sostener la colaboración y el aprendizaje relacional.

Las barreras se resumen en la siguiente tabla, donde 
además se resalta la implicancia para el sector público:

Tabla 2. Síntesis de las barreras para el uso de contratos relacionales en el sector público chileno

Barrera Resumen Factores que contribuyen a la 
barrera

Implicancia para el MOP / 
sector público chileno

1.	 Altos costos de 
implementación

Los contratos relacionales re-
quieren una inversión inicial en el 
diseño del modelo, alineamiento de 
los participantes, coordinación y 
estructuras de gobernanza.

•	 Inversión inicial en gobernanza 
relacional 

•	 Baja escala o continuidad de 
cartera

Puede dificultar su uso en proyec-
tos pequeños o aislados, especial-
mente cuando no existe una cartera 
suficiente que permita aprovechar 
las capacidades y aprendizajes 
desarrollados.

2.	 Necesidad de 
ajustar los contratos 
relacionales a 
las reglas de 
contratación pública

La contratación relacional debe 
compatibilizarse con las exigencias 
de competencia, igualdad de trato, 
transparencia, objetividad, trazabi-
lidad y procedimientos administrati-
vos propias del sector público.

• Competencia ex ante vs. defini-
ción progresiva 

• Evaluación de capacidades re-
lacionales cualitativas • Decisio-
nes colaborativas vs. exigencias 
procedimentales

El MOP debe traducir los elementos 
relacionales en criterios de selec-
ción, mecanismos de gobernanza 
y procedimientos previamente 
definidos que sean compatibles con 
la legalidad, la transparencia y el 
control administrativo.

3.	 Restricciones 
presupuestarias 
y preferencia por 
precios fijos

El sector público requiere previsi-
bilidad presupuestaria y control del 
gasto, mientras algunos modelos 
relacionales contemplan una 
definición progresiva de costos y 
mecanismos compartidos de riesgo 
e incentivos.

•	 Certeza presupuestaria ex ante 

•	 Compatibilidad de riesgo, costo 
e incentivos compartidos con el 
control presupuestario

Mecanismos como costo objeti-
vo, contingencias compartidas o 
esquemas de riesgo y recompensa 
requieren reglas que permitan 
mantener la trazabilidad, los límites 
presupuestarios y el control sobre 
los recursos públicos.
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Barrera Resumen Factores que contribuyen a la 
barrera

Implicancia para el MOP / 
sector público chileno

4.	 Ambigüedad del 
modelo relacional 

No siempre existe una comprensión 
común acerca de qué elementos 
caracterizan un contrato relacional 
ni de cómo deben implementarse 
institucionalmente.

•	 Ausencia de definición operativa 
común 

•	 Falta de lineamientos y expe-
riencia institucional

Sin criterios comunes, distintas 
unidades podrían implementar ver-
siones parciales o heterogéneas del 
modelo, dificultando la evaluación 
de resultados, el aprendizaje institu-
cional y su eventual escalamiento.

5.	 Necesidad de 
capacidades y 
soporte institucional 
para la gobernanza 
relacional

Los contratos relacionales requie-
ren capacidades y estructuras 
organizacionales que faciliten la 
integración, la colaboración y la 
resolución temprana de problemas, 
además de respaldo institucional 
para sostenerlas.

•	 Falta de capacidades y roles 
especializados 

•	 Falta de liderazgo y apoyo 
institucional

Modificar el contrato por sí solo 
puede ser insuficiente. El MOP 
necesitaría desarrollar capacida-
des internas, definir funciones y 
asegurar respaldo institucional para 
que las nuevas formas de trabajo 
puedan sostenerse durante el 
proyecto.

6.	 Persistencia de una 
cultura adversarial 
y de prácticas 
contractuales 
defensivas

Aunque se incorporen mecanismos 
relacionales, las prácticas y com-
portamientos desarrollados bajo 
esquemas tradicionales pueden 
continuar favoreciendo relaciones 
defensivas entre los participantes.

•	 Predominio del control individual 
y defensa contractual 

•	 Baja construcción temprana de 
confianza y objetivos comparti-
dos

La incorporación de cláusulas 
colaborativas podría tener efectos 
limitados si los participantes conti-
núan relacionándose principalmen-
te desde la defensa contractual. La 
implementación requiere también 
generar nuevas formas de interac-
ción y trabajo conjunto.

7.	 Dificultad para 
incorporar nuevos 
participantes y 
dependencia de 
personas clave

La consolidación de relaciones de 
colaboración puede dificultar la 
incorporación de nuevos participan-
tes y hacer que el funcionamiento 
del modelo dependa excesivamente 
de determinadas personas.

•	 Dificultad de incorporación de 
nuevos participantes

•	 Dependencia de personas clave

El MOP debería procurar que 
las capacidades y aprendizajes 
relacionales se institucionalicen 
mediante procesos, roles y prácti-
cas transferibles, evitando que el 
modelo dependa exclusivamente de 
determinados funcionarios, equipos 
o participantes.

permite interpretar, en la sección siguiente, con mayor 
precisión qué aspectos del sistema contractual chileno 
se alinean o se alejan de los componentes que definen 
un contrato relacional.

5.2	Análisis crítico del sistema contractual públi-
co chileno con base en las normas de contra-
tos relacionales 

En la primera sección se analizan de manera general las 
leyes 18.575, 19.886, 19.880 y el DFL 850 del MOP, 
desde una perspectiva de los contratos relacionales. En la 
segunda sección se analizan los decretos supremos 75 y 
108, desde una mirada más detallada mediante las nor-
mas relacionales operacionalizadas por Harper (2014).

La Ley 19.886 no constituye el régimen sustantivo ge-
neral de los contratos de ejecución de obras públicas 

En conjunto, las siete barreras muestran que la dificul-
tad de implementar contratos relacionales en el sector 
público no se explica por un solo factor, sino por la con-
vergencia de restricciones normativas, presiones presu-
puestarias, exigencias de control y condiciones organiza-
cionales que tienden a reactivar lógicas transaccionales 
aun cuando el contrato aspire a lo relacional. La eviden-
cia sugiere que, sin escala suficiente y sin capacidades 
instaladas para la gobernanza relacional e integración 
de equipos, la colaboración se vuelve costosa, frágil y 
dependiente de personas clave, además de ser vulnera-
ble a culturas adversariales y a redes cerradas que pue-
den dificultar la incorporación de nuevo personal. Por 
tanto, estos modelos requieren abordar simultáneamen-
te el diseño de procesos de contratación, el soporte insti-
tucional y la gestión del cambio. Este marco de barreras 
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del MOP, los cuales se rigen principalmente por su nor-
mativa especial. Sin embargo, conforme a su artículo 
3 bis, determinadas disposiciones de esta ley resultan 
aplicables a la etapa de contratación, por lo que es re-
levante para analizar las condiciones bajo las cuales se 
seleccionan los participantes del proyecto. En este ám-
bito, en el sistema de contratación pública, los criterios 
de selección deben definirse previamente, ser objetivos, 
transparentes y compatibles con la igualdad de trato 
entre los oferentes. Esto no impide incorporar criterios 
distintos del precio, pero exige que atributos como las 
capacidades de colaboración e integración se traduzcan 
en criterios formales verificables y evaluables ex ante.

La Ley 18.575 define cómo debe actuar la administra-
ción del Estado (Ley 18.575, 1986). Esta norma habla 
de eficiencia, eficacia, coordinación, unidad de acción, 
probidad, transparencia y publicidad, términos alinea-
dos con las características de los contratos relacionales. 
Sin embargo, su estructura general es jerárquica, disci-
plinada y controlada (Ley 18.575, 1986). Desde la lógica 
de los contratos relacionales, el problema es que esta 
ley entiende el Estado más como una organización que 
dirige, controla y fiscaliza, que como una que comparte 
gobernanza con otros actores del proyecto. Por eso, aun-
que contiene principios que podrían apoyar la integra-
ción hacia una relación más horizontal, recíproca y de 
toma de decisiones compartidas, en la práctica empuja 
mucho más hacia una relación vertical y de control.

La Ley 19.880 regula el procedimiento administrativo 
del Estado y establece principios relevantes para la ges-
tión de proyectos complejos, como celeridad, economía 
procedimental, no formalización, transparencia, publi-
cidad, contradictoriedad e imparcialidad (Ley 19.880, 
2003). Al mismo tiempo, exige que los procedimientos 
y actos administrativos queden debidamente formali-
zados y registrados. Desde una perspectiva relacional, 
estas exigencias no son necesariamente contrarias a la 
colaboración, ya que pueden aportar predictibilidad, 
transparencia y trazabilidad a las decisiones conjuntas. 
El desafío radica en contar con procedimientos lo sufi-
cientemente ágiles que permitan adoptar y documentar 
decisiones colaborativas durante la ejecución, respetan-

do las competencias y las exigencias de control propias 
de la administración pública.

Finalmente, el DFL 850 configura al MOP como una 
autoridad con amplias funciones de planeamiento, estu-
dio, proyección, construcción, coordinación, vigilancia, 
regulación técnica, fiscalización y sanción (DFL 850, 
1998). Desde la perspectiva de los contratos relaciona-
les, esta distribución jerárquica de potestades puede li-
mitar la incorporación de mecanismos de gobernanza 
colaborativa que integren a diseñadores y contratistas 
en el análisis de problemas y en la toma de decisiones 
del proyecto. Sin embargo, esta mayor participación no 
implica transferir las competencias legales del MOP, ya 
que la decisión administrativa formal debe permanecer 
radicada en la autoridad competente.

En la segunda sección se analiza críticamente el sistema 
contractual público chileno, en particular los Decretos 
Supremos 75 y 108 utilizados por el MOP. Para ello, 
se emplea el marco de normas relacionales de Macneil 
(1985), operacionalizado por Harper (2014) en ocho 
normas, para identificar qué disposiciones promueven (o 
inhiben) conductas relacionales entre mandante–contra-
tista. Las Tablas 3 y 4 sintetizan los hallazgos de los aná-
lisis de los DS 75 y 108, respectivamente, y discuten sus 
implicancias para la adopción de contratos relacionales.

El análisis identifica el grado en que las normas relacio-
nales están incorporadas en el contenido y en los meca-
nismos operativos de los DS 78 y 108. La ausencia de 
reconocimiento explícito en estos reglamentos no implica 
desconocer la existencia de principios jurídicos generales 
aplicables a los contratos administrativos, como la buena 
fe u otros deberes derivados del ordenamiento jurídico. 
Sin embargo, para efectos de este análisis, dichos princi-
pios solo se consideran evidencia de una norma relacional 
cuando se traducen en disposiciones o mecanismos con-
cretos que originen la gobernanza y el comportamiento 
de las partes durante el proyecto. La escala compren-
de los siguientes niveles: a) Sí: reconocimiento explícito 
acompañado de mecanismos coherentes con la norma, b) 
Parcial: reconocimiento indirecto, limitado o mecanismos 
compatibles pero incompletos, c) No: no se identifica re-
conocimiento ni mecanismo específico en el reglamento.
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Tabla 3. Análisis del DS 75 con base en las normas de los contratos relacionales. 

Norma Descripción
Grado de 
incorporación en 
el DS

¿Cómo aparece 
en el DS? Comentario analítico

Integridad de rol Rol ejercido sin de-
fensa oportunista, 
coherencia con los 
objetivos del pro-
yecto, resolución 
interna.

Parcialmente Definición de 
roles del mandante, 
inspector fiscal y 
contratista, debe-
res formales de 
cumplimiento. 

El DS 75 define con precisión los roles, pero los 
concibe principalmente como funciones de control, 
fiscalización y sanción. No existen deberes explícitos 
de advertencia temprana ni incentivos para resolver in-
ternamente los problemas antes de recurrir al contrato. 
Predomina una lógica defensiva del rol. 

Reciprocidad Expectativa de 
correspondencia 
conductual, obli-
gaciones mutuas, 
interdependencia.

No Régimen de obliga-
ciones contractua-
les y administra-
tivas.

Las obligaciones son mayoritariamente asimétricas y 
unidireccionales. El sistema asume la cooperación por 
imposición normativa y no como resultado de expecta-
tivas recíprocas. No existe lenguaje ni mecanismo que 
estructure la cooperación como intercambio relacional. 

Flexibilidad Adaptación razo-
nable, mecanismos 
internos de ajuste y 
reconocimiento de 
la incompletitud del 
contrato.

Parcialmente Normas sobre 
modificaciones, 
ampliaciones de 
plazo, ajustes 
administrativos.

El DS 75 es un mecanismo contemporáneo de modi-
ficación contractual, pero los trata como excepciones 
altamente procedimentadas, a menudo unilaterales. El 
cambio no se concibe como estructural ni como parte 
normal del ciclo del proyecto, sino como una desviación 
que debe justificarse formalmente. 

Solidaridad 
contractual

Proyecto como 
unidad de acción 
común, desempeño 
global prioritario.

No - No existen referencias explícitas al proyecto como sis-
tema común ni a la prioridad del desempeño global por 
encima de las posiciones contractuales individuales. El 
reglamento estructura la relación como una suma de 
obligaciones individuales. 

Confianza y 
expectativas

Predictibilidad con-
ductual, estabilidad 
procedimental y 
reducción de la 
defensividad.

Parcialmente Procedimientos 
detallados de pago, 
control y sanción.

El alto nivel de detalle normativo genera previsibilidad 
formal, pero la amplia discrecionalidad en el ejercicio 
de facultades, especialmente del mandante, debilita 
expectativas estables sobre el cumplimiento futuro. La 
confianza se sustituye por el control. 

Restricción del 
poder

Autolimitación del 
uso de asimetrías, 
proporcionalidad, 
contrapesos.

Parcialmente / No Facultades del 
mandante y del 
inspector fiscal, 
multas, sanciones y 
término.

El reglamento otorga amplias facultades unilaterales 
al mandante, con controles formales limitados. No se 
observan mecanismos claros de autolimitación racional 
ni criterios de proporcionalidad orientados a preservar 
la cooperación. 

Propiedad de los 
medios

Uso de medios legí-
timos, apropiados y 
no abusivos.

Parcialmente Exigencias de 
cumplimiento, 
probidad y forma 
de ejecución.

Existen exigencias generales de legalidad y probidad, 
pero no un desarrollo operativo de medios relacional-
mente aceptables. El énfasis está en el cumplimiento 
formal del resultado, no en limitar las tácticas contrac-
tuales abusivas. 

Armonización del 
conflicto

Resolución 
temprana, interna 
y progresiva de 
disputas.

Parcialmente Procedimientos de 
reclamos, contro-
versias y resolución 
administrativa.

El conflicto se gestiona mediante el escalamiento 
formal (reclamo, luego, resolución administrativa y, 
finalmente, arbitraje). No existen mecanismos de reso-
lución temprana interna ni instancias colaborativas; el 
conflicto se trata como anomalía, no como condición 
normal del proyecto. 
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De las ocho normas relacionales analizadas, en el DS 
75 no se identifican mecanismos explícitos asociados 
a la reciprocidad y la solidaridad contractual, mientras 
que las restantes aparecen de manera parcial y pre-
dominantemente dentro de una lógica jerárquica y de 
control. . Esto es consistente con lo que Harper (2014) 
observa para contratos tradicionales: son buenos para 
definir obligaciones y canalizar controversias mediante 
mecanismos formales, pero no para integrar equipos ni 
fomentar comportamientos colaborativos.

En resumen, el DS 75, analizado desde las normas rela-
cionales, configura un sistema contractual predominan-
temente transaccional, centrado en la asignación ex ante 
de riesgos, el control jerárquico y la resolución formal de 
controversias. Si bien contempla mecanismos de ajuste 
administrativo y algunos elementos compatibles con de-
terminadas normas relacionales, estos aparecen de ma-
nera parcial y no conforman una estructura sistemática 
de gobernanza colaborativa. 

Tabla 4. Análisis del DS 108 con base en las normas de los contratos relacionales. 

Norma Descripción
Grado de 
incorporación en 
el DS

¿Cómo aparece 
en el DS? Comentario analítico

Integridad de rol Rol ejercido sin de-
fensa oportunista, 
coherencia con los 
objetivos del pro-
yecto, resolución 
interna.

Parcialmente Definición de 
funciones del 
inspector fiscal, 
obligaciones del 
contratista, control 
de ejecución.

El DS 108 refuerza el rol del inspector fiscal como 
agente de control, medición y validación del cum-
plimiento. No se establecen deberes de advertencia 
temprana ni obligaciones de resolver problemas en 
conjunto. El rol se ejerce principalmente desde una 
lógica de verificación y defensa contractual.

Reciprocidad Expectativa de 
correspondencia 
conductual, obli-
gaciones mutuas, 
interdependencia.

No Régimen de obliga-
ciones contractua-
les y administra-
tivas.

Las obligaciones siguen siendo marcadamente asimé-
tricas. El contratista asume la mayor carga de deberes, 
mientras el mandante conserva amplias facultades. 
No se estructura la cooperación como un intercambio 
relacional, sino como un cumplimiento exigido.

Flexibilidad Adaptación razo-
nable, mecanismos 
internos de ajuste y 
reconocimiento de 
la incompletitud del 
contrato.

Parcialmente Normas sobre 
modificaciones, 
ampliaciones de 
plazo, ajustes 
administrativos.

El DS 108 operacionaliza la flexibilidad administrativa 
del DS 75, pero bajo una lógica rígida y altamente pro-
cedimental. Las modificaciones existen, pero depen-
den de autorizaciones formales y no de mecanismos 
colaborativos de ajuste. El cambio sigue siendo tratado 
como una excepción.

Solidaridad 
contractual

Proyecto como 
unidad de acción 
común, desempeño 
global prioritario.

No - No existen referencias al proyecto como sistema 
integrado ni al desempeño global como criterio nor-
mativo. Las decisiones se evalúan por el cumplimiento 
individual de obligaciones, no por el impacto sistémico 
en el proyecto.

Confianza y 
expectativas

Predictibilidad con-
ductual, estabilidad 
procedimental, 
reducción de 
defensividad.

Parcialmente Procedimientos 
detallados de pago, 
control y sanción.

El DS 108 genera una alta previsibilidad procedimental, 
especialmente en pagos y mediciones. Sin embargo, la 
rigidez del sistema y la discrecionalidad residual en la 
interpretación de incumplimientos refuerzan conductas 
defensivas, más que confiar en lo relacional.

Restricción del 
poder

Autolimitación del 
uso de asimetrías, 
proporcionalidad, 
contrapesos.

Parcialmente / No Facultades del 
mandante e 
inspector fiscal, 
multas, sanciones y 
término.

El reglamento refuerza la capacidad sancionatoria del 
mandante y del inspector fiscal. Existen procedimien-
tos, pero no criterios relacionales de proporcionalidad 
ni de autolimitación orientados a preservar la coope-
ración. El poder se ejerce como mecanismo central de 
gobernanza.
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Norma Descripción
Grado de 
incorporación en 
el DS

¿Cómo aparece 
en el DS? Comentario analítico

Propiedad de los 
medios

Uso de medios legí-
timos, apropiados y 
no abusivos.

Parcialmente

Exigencias de 
cumplimiento, 
probidad y forma 
de ejecución.

Se exige legalidad y cumplimiento formal, pero no se 
regulan los medios contractuales desde una pers-
pectiva relacional. No se limita explícitamente el uso 
táctico de derechos contractuales que puedan afectar 
al proyecto o a otras partes.

Armonización del 
conflicto

Resolución 
temprana, interna 
y progresiva de 
disputas.

Parcialmente

Procedimientos de 
reclamos, contro-
versias y resolución 
administrativa.

El DS 108 detalla el procedimiento de reclamos, pero el 
conflicto se gestiona mediante escalamiento formal y 
arbitraje posterior. No existen instancias de resolución 
temprana colaborativa ni mecanismos internos de 
gestión del conflicto como parte normal del proyecto.

principios y aplicaciones que pueden implementarse en 
el contexto chileno.

6.1	Canadá
La experiencia canadiense resulta útil en el contexto 
chileno, porque permite identificar principios y aplica-
ciones de los contratos relacionales que podrían orientar 
su implementación. Woodhead, Davis y Walker (2023) 
muestran que el interés por los contratos relacionales en 
Canadá surgió cuando los contratos tradicionales deja-
ron de responder adecuadamente en entornos de alta 
incertidumbre y ambiente adversarial. Los contratos 
relacionales ofrecen mecanismos de gobernanza capa-
ces de reducir las disputas, alinear conductas adversas 
y sostener la toma de decisiones orientadas a lo mejor 
para el proyecto. Los autores destacan aplicaciones 
como estructuras conjuntas de gestión, definición explí-
cita de los principios de comportamiento y reglas con-
tractuales orientadas a limitar la litigación y reforzar la 
cultura de no culpar al otro. Para Chile, este aprendizaje 
sugiere que la discusión no debe centrarse únicamente 
en cambiar las normas contractuales, sino en incorporar 
elementos de gobernanza que hagan más racional cola-
borar que defender posiciones individuales.

Poirier et al. (2022) analizaron tres proyectos públicos 
donde se implementaron los contratos relacionales, que 
fueron entregados cumpliendo el plazo y el presupuesto. 
Los autores asocian estos buenos resultados a elementos 
como la selección temprana de equipos basados en pro-
cesos para generar valor para el proyecto, estructuras 
claras para la toma de decisiones de forma integrada 
y uso de herramientas colaborativas como Last Plan-

El DS 108 presenta un patrón similar. Aunque incorpo-
ra una mayor integración entre diseño y construcción y 
contempla ciertos mecanismos compatibles con la adap-
tación contractual, las normas relacionales aparecen de 
manera parcial y subordinadas a una estructura de con-
trol y asignación individual de responsabilidades.

En conjunto, el marco jurídico puede contener princi-
pios generales compatibles con determinados comporta-
mientos relacionales; sin embargo, los DS 75 y 108 los 
incorporan de manera limitada o parcial y carecen de 
un conjunto sistemático de mecanismos operativos que 
los traduzca en una gobernanza relacional del proyecto. 
En consecuencia, el sistema contractual analizado man-
tiene un predominio de mecanismos de asignación ex 
ante de riesgos, control jerárquico y resolución formal 
de controversias, más que de una estructura orientada 
sistemáticamente a la integración, la adaptación colabo-
rativa y la gestión relacional del conflicto. 

Este diagnóstico permite entender que las dificultades 
observadas en la gestión de proyectos no responden úni-
camente a problemas de ejecución o de cultura organi-
zacional, sino a vacíos estructurales de gobernanza en 
el diseño normativo del sistema contractual, lo que abre 
espacio para discutir la modernización del marco con-
tractual público para que se adapte a los requerimientos 
propios de los proyectos.  

6.	 Experiencias internacionales en el uso de 
contratos relacionales

A continuación, se revisan experiencias internacionales 
sobre el uso de contratos relacionales para destacar los 



MODERNIZACIÓN DE LOS MARCOS CONTRACTUALES EN EL SECTOR PÚBLICO:  
UNA MIRADA DESDE LOS CONTRATOS RELACIONALES

22

ner, para mantener una cultura de colaboración en el 
proyecto. Estos elementos pueden ser replicados en el 
contexto chileno. 

Sin embargo, autores como Ebrahimi y Dowlatabadi 
(2019) advierten que la sostenibilidad de los contratos 
relacionales depende de la estructura organizacional de 
los proyectos. Su estudio muestra que los principales de-
safíos se centran en mantener un entorno colaborativo, 
seleccionar adecuadamente a los participantes del pro-
yecto, incorporar correctamente los conceptos relacio-
nales y tomar decisiones oportunas en contextos de alta 
presión. Por ello, los autores concluyen que estos mode-
los contractuales no funcionan por la mera declaración 
de los principios relacionales, sino por una estructura de 
gobernanza que permita mantenerlos a lo largo del ciclo 
de vida de los proyectos. Esto es relevante, porque indi-
ca que una eventual adopción de los contratos relacio-
nales no debe limitarse al diseño jurídico del contrato, 
sino que debe revisar aspectos de la gobernanza como la 
cultura, capacidades directivas y apoyo organizacional, 
para sostenerse en el tiempo.

6.2	Perú 
La experiencia peruana contiene aprendizajes para 
Chile. Inicialmente, los peruanos intentaron introducir 
los principios relacionales en un entorno en el que los 
actores están fragmentados. Gomez et al. (2018) mues-
tran que la introducción de los contratos relacionales 
apareció como respuesta a problemas de desempeño 
asociados a la fragmentación, falta de integración y des-
alineación entre los participantes. Este estudio destaca 
prácticas como el involucramiento temprano de actores 
en la fase de diseño y la ubicación de los actores en un 
mismo ambiente de trabajo (Co-location) para facilitar 
la colaboración y comunicación. Sin embargo, estas re-
sultan insuficientes si no están acompañadas de meca-
nismos de alineación, procedimientos que fomenten la 
integración, capacitación sobre los contratos relaciona-
les e incentivos que ayuden a construir responsabilidad 
compartida. Para Chile, esto sugiere que la incorpora-
ción de los contratos relacionales debe incluir cláusulas 
colaborativas que establezcan condiciones organizacio-
nales que favorezcan una colaboración efectiva.

Estudios recientes muestran que estas aplicaciones ini-
ciales de nuevas modalidades contractuales evoluciona-
ron hacia aspectos normativos e institucionales como el 
Engineering and Construction Contract (NEC4 ECC). 
Yabar-Ardiles et al. (2023) explican que estos contratos 
incorporan herramientas como comunicaciones obliga-

torias con plazos de respuesta, alertas tempranas, juntas 
de prevención de disputas, involucramiento temprano de 
los actores e indicadores de desempeño. La implemen-
tación del NEC4 ECC fue progresiva y adaptada al con-
texto público peruano, ya que la colaboración depende 
de la confianza recíproca entre los actores. Para Chile, 
la lección principal es que la implementación de contra-
tos relacionales podría apoyarse en pilotos que cuenten 
con acompañamiento técnico, capacitación y adaptación 
normativa gradual, tal y como lo hicieron los peruanos.

6.3	Australia
En Australia, el modelo de Alliancing se ha consolidado 
desde finales de la década de 1990 como una respuesta 
estructural a los elevados costos y entornos adversariales 
característicos de la infraestructura pública tradicional. 
Walker, Harley y Mills (2015), tras analizar el desem-
peño de 61 alianzas, destacan que este enfoque instala 
un PDS fundamentado en la cooperación, la confianza 
y el alineamiento de objetivos entre el mandante y los 
participantes. Operativamente, el modelo se sustenta en 
una arquitectura de libros abiertos y auditorías de am-
plio acceso, en la que la definición conjunta de un costo 
objetivo permite aplicar reglas de riesgos y recompensas 
compartidos. Este esquema de incentivos asegura que 
tanto las utilidades como los sobrecostos queden vincu-
lados directamente a los resultados globales del proyec-
to, lo que garantiza una gestión compartida del riesgo. 
Para Chile, esto demuestra que en los contratos relacio-
nales la colaboración depende de un sistema contractual 
que incorpore principios relacionales y mecanismos ex-
plícitos en términos de incentivos, transparencia, gestión 
conjunta del riesgo y la toma de decisiones integrada.

Complementando esta estructura contractual, la expe-
riencia australiana sugiere que Alliancing presenta afini-
dades con los principios del Integrated Project Delivery 
(IPD), en la medida en que ambos enfoques favorecen 
la integración temprana de actores clave, la transparen-
cia informacional y la toma de decisiones colaborativa 
bajo esquemas de riesgos y recompensas compartidos. 
Al respecto, Kraatz, Sanchez y Hampson (2014) sos-
tienen que los modelos digitales, particularmente Buil-
ding Information Modeling (BIM) y Virtual Design and 
Construction (VDC), desempeñan un papel decisivo en 
la coordinación de decisiones en etapas tempranas, al 
permitir incorporar oportunamente el conocimiento 
técnico de diseñadores y constructores en beneficio del 
mandante. No obstante, el estudio enfatiza que la efec-
tividad de estas herramientas depende de un entorno 
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institucional robusto, y sugiere que la madurez digital y 
relacional debe estar respaldada por una organización 
que facilite el flujo de información y la toma de decisio-
nes integradas. Para el contexto chileno, es necesario 
reforzar la relevancia de la gobernanza relacional, que 
busca fortalecer la capacidad en la toma de decisiones 
de los actores involucrados, ya que sin esta no se puede 
lograr la integración y, por ende, la colaboración en la 
estructura organizacional del proyecto.

Finalmente, Australia demuestra que estos modelos no 
se sostienen solo por el contrato, sino también por la ca-
pacidad del mandante y por una estrategia institucional 
que los haga viables a lo largo del tiempo. El mandante 
cumple un rol importante como principal propulsor de 
estas modalidades, mediante marcos contractuales que 
permitan definir las estrategias óptimas durante su im-
plementación. Por esta razón, se requiere un mandante 
comprometido, con capacidades técnicas y directivas, 
apoyado por lineamientos de compra pública y pilotos 
institucionales que permitan escalar gradualmente estas 
modalidades de contratación durante su implementación.

6.4	Estados Unidos
La experiencia estadounidense aporta evidencia empírica 
que justifica la transición de modelos tradicionales a es-
quemas más relacionales en el contexto público chileno. 
Ibrahim, Hanna y Kievet (2020) demuestran, mediante 
el análisis de 109 proyectos, que el sistema tradicional 
de DBB presenta sistemáticamente los desempeños más 
deficientes en comparación con modelos como IPD. Los 
resultados de este estudio indican que los esquemas IPD 
no solo reducen el aumento de los costos y los plazos, sino 
que también minimizan la carga administrativa asociada 
a solicitudes de información y a las variaciones derivadas 
de cambios de alcance. En este contexto, la adopción de 
contratos relacionales trasciende la dimensión ética de la 
cooperación y se posiciona como una estrategia orienta-
da a reducir las controversias y los reclamos propios de 
los sistemas convencionales.

Para materializar estas mejoras en el desempeño, la ar-
quitectura del contrato debe evolucionar de acuerdos 
fragmentados a estructuras multipartes que fomenten 
la transparencia. La transparencia es un principio que 
supone visibilidad compartida sobre costos, contingen-
cias, supuestos y criterios de decisión, bajo una lógica 
de libros abiertos. Para el mandante público, ello resulta 
especialmente relevante porque fortalece la trazabilidad 
de los costos, la auditabilidad de las decisiones y el con-
trol de las contingencias. Pishdad (2017) estudió proyec-

tos hospitalarios bajo esquemas de IPD y muestra que la 
efectividad de la transparencia depende de una estruc-
tura contractual capaz de alinear roles, incentivos y res-
ponsabilidades de manera coherente. El estudio advier-
te que el uso de esquemas transaccionales basados en 
contratos bilaterales tiende a introducir incoherencias 
que debilitan la lógica relacional. Por lo tanto, el éxito de 
estos modelos no reside únicamente en la firma de un 
documento, sino en la capacidad del marco contractual 
para institucionalizar rutinas de interacción cotidiana, 
como la colocalización y la toma de decisiones conjun-
tas, que transforman la cultura del equipo de trabajo.

Sobre esa base contractual y organizacional, el pilar que 
asegura la disciplina relacional en estos entornos es el 
diseño preciso de los mecanismos financieros de reparto 
de riesgos y recompensas. Pishdad y Srivastava (2018) 
examinan cómo IPD alinea los intereses comerciales me-
diante la definición de un costo objetivo y un fondo de 
utilidades en riesgo (profit-at-risk), convirtiendo el des-
empeño económico en un incentivo compartido. Sin em-
bargo, la experiencia estadounidense identifica un punto 
crítico de vulnerabilidad: la estabilidad de la cooperación 
tiende a erosionarse cuando los sobrecostos agotan las 
contingencias y las utilidades previstas. En consecuencia, 
la eficacia de un contrato relacional no depende exclusi-
vamente de la declaración de principios, sino de una con-
figuración de incentivos lo suficientemente robusta como 
para mantener la cohesión del equipo incluso en escena-
rios de alta presión financiera y de potencial conflicto.

7.	 Recomendaciones para el uso de contratos 
relacionales 

Los resultados del análisis de los DS 75 y 108 mues-
tran que el marco jurídico vigente de contratación de 
obras públicas se estructura predominantemente bajo 
una lógica transaccional, adecuada para contextos de 
proyectos de baja incertidumbre, pero limitada para la 
gestión de proyectos complejos, de larga duración y alta 
interdependencia entre los actores clave. 

La transición hacia sistemas contractuales relacionales 
en la contratación pública debe abordarse de manera 
gradual, comenzando por incorporar normas relaciona-
les compatibles con el marco vigente y, posteriormente, 
por diseñar instrumentos que habiliten contratos rela-
cionales para proyectos específicos. En este contexto, 
las siguientes recomendaciones no proponen sustituir el 
marco legal vigente, sino una evolución gradual de su 
diseño contractual y reglamentario. 
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a.	 Ajustes reglamentarios en los decretos y normas es-
pecíficas para habilitar colaboración e integración 

•	 Incorporar mecanismos de resolución temprana 
del conflicto, internos y progresivos, previos a la ac-
tivación de reclamos formales, arbitrajes o litigios. 

•	 Reforzar la predictibilidad conductual y la esta-
bilidad de las expectativas mediante el fortaleci-
miento de reglas claras y estables que reduzcan 
la discrecionalidad innecesaria en la gestión con-
tractual, especialmente en materia de sanciones, 
pagos, modificaciones y término anticipado. 

•	 Complementar el actual foco de control y fisca-
lización con deberes positivos asociados a la in-
tegridad del rol, especialmente en lo relativo a la 
advertencia temprana de riesgos y la búsqueda de 
soluciones internas. 

•	 Institucionalizar el involucramiento temprano del 
contratista en las etapas de planificación y estu-
dios. Esta integración permite que quienes po-
seen conocimiento de los procesos constructivos 
influyan en el diseño, resolviendo problemas de 
constructibilidad, interferencias y permisos antes 
de la llegada a la obra física. De este modo, la 
comunicación deja de ser una respuesta reactiva 
a errores de diseño y se transforma en una coor-
dinación constante orientada a optimizar el valor 
global del proyecto.

•	 Evolucionar desde la selección basada predo-
minantemente en el precio más bajo hacia una 
evaluación integral de capacidades, incorporando 
parámetros cualitativos o soft parameters en las 
licitaciones, tales como la actitud colaborativa, el 
historial de trabajo en equipo y el liderazgo rela-
cional de las empresas.

b.	 Marco normativo específico para contratos relacio-
nales

•	 Habilitar formalmente contratos relacionales com-
pletos (por ejemplo, tipo IPD, Alliancing) con me-
canismos de gobernanza colaborativa claramente 
regulados, definiendo las materias que pueden re-
solverse dentro del equipo del proyecto y aquellas 
cuya aprobación debe permanecer radicada en la 
autoridad administrativa competente. 

•	 Definir las condiciones habilitantes para usar con-
tratos relacionales, por ejemplo: alta incertidum-
bre técnica o de alcance, fuerte interdependencia 
entre los actores, riesgo elevado de reclamos y 
litigios bajo esquemas tradicionales y proyectos 

estratégicos con alto impacto público. 

•	 Implementar pilotos institucionales controlados, 
con una gobernanza reforzada y una evaluación 
ex post obligatoria. 

8.	 Conclusiones 

Una estrategia gradual permitiría avanzar, de manera 
ordenada y jurídicamente compatible, desde un sistema 
predominantemente transaccional hacia formas de go-
bernanza relacional. En una primera etapa, la incorpo-
ración selectiva de normas y mecanismos relacionales 
en los reglamentos vigentes podría habilitar niveles más 
altos de colaboración, integración, adaptación y reso-
lución temprana de conflictos, sin alterar la estructura 
legal fundamental. Sobre el aprendizaje generado por 
estas reformas y por proyectos piloto, una etapa poste-
rior podría desarrollar un marco normativo específico 
para contratos relacionales, por ejemplo, IPD o Allian-
cing, aplicable selectivamente a proyectos cuya comple-
jidad, incertidumbre e interdependencia justifiquen una 
gobernanza más integrada. 

Los contratos relacionales no deben necesariamente 
implementarse como un modelo general del sistema de 
contratación pública chileno, sino como instrumentos 
especializados para proyectos de alto nivel de compleji-
dad, incertidumbre e interdependencia.

La contratación relacional es compatible, en principio, 
con una modernización progresiva de la contratación 
pública chilena, pero no puede operar como una excep-
ción informal al régimen administrativo. Su implemen-
tación exige una regulación específica que armonice 
colaboración y flexibilidad con juridicidad, igualdad, 
transparencia, probidad, control financiero y responsa-
bilidad administrativa.

Como reflexión final, es necesario hacer énfasis en que 
no existe un PDS óptimo universal. Cada proyecto re-
quiere una selección del PDS más adecuado para cada 
caso, lo que plantea una interrogante final sobre cuál 
es el tipo de PDS (enfoque transaccional o relacional) 
más idóneo para desarrollar un proyecto de ingeniería 
y construcción, considerando las características del pro-
yecto y el mandante. Por lo tanto, el desafío de política 
pública consiste en desarrollar la capacidad institucio-
nal para seleccionar, en función de las características 
del proyecto y del mandante, tanto la lógica contractual 
como los mecanismos de gobernanza más adecuados 
para generar valor público. 
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